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Una lectura deóntica a la reciente reforma al artículo 5o. de la Ley de Amparo 
Jaime César Rodríguez Camacho 
2025-11-10 

 
Introducción 
 

En las líneas que prosiguen se examinará la reciente reforma al artículo 5o. de la Ley de 

Amparo.1 El objetivo es evaluar la adición que se incorporó a dicho artículo desde un nivel 

sintáctico y sintagmático del texto. Así, la exploración cierra sus flancos metodológicos a lo 

estrictamente semántico y lógico, y deja por fuera posibles interpretaciones políticas que 

pudiera conllevar está propuesta. Este artículo no responde a la pregunta ¿qué quiere decir 

el ejecutivo y legislativo con este texto que agrega?; descifra la pregunta semiótica ¿cómo 

plasmó (enunció) la delimitación del interés legítimo? Y, a partir de cómo lo enunció, se 

cuestiona lo siguiente: ¿cómo es que está lógicamente estructurada la ampliación al artículo 

reformado? ¿Qué es lo que semánticamente el texto añadido manifiesta con ello? 

 

Al responder a estas preguntas, se busca comprobar la afirmación siguiente: la redacción 

definitiva que quedó plasmada en la reciente reforma, más que aclarar conceptualmente la 

figura jurídica del interés legítimo es, en un sentido semánticamente más profundo, una 

redacción lógicamente más restrictiva frente a las potestades que el gobernado disfrutaba 

antes de la reforma, es decir, el interés legítimo transitó de ser un derecho y una potestad 

del gobernado hacia un deber estricto del gobernado (una imposición) para acreditar el 

interés legítimo. 

 

 

 

 

 

 

 
1 “Decreto por el que se reforman y adicionan diversas disposiciones a la Ley de Amparo, Reglamentaria de los 

artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, al Código Fiscal de la 

Federación y a la Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Administrativa”, Diario Oficial de la Federación, 

Ciudad de México, 16 de octubre de 2025, p. 2. 

https://dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5770217&fecha=16/10/2025#gsc.tab=0  

https://dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5770217&fecha=16/10/2025#gsc.tab=0
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I 
 

La adición al artículo 5o. delimita el interés legítimo en los siguientes términos:2 

"/Tratándose del interés legítimo, la norma, acto u omisión reclamado deberá ocasionar en 

la persona quejosa una lesión jurídica individual o colectiva, real y diferenciada del resto de 

las personas/, /de tal forma que su anulación produzca un beneficio cierto y no meramente 

hipotético o eventual/ /en caso de que se otorgue el amparo/".3 

 

Al segmentar el texto, se observan tres enunciados que constituyen la estructura total de la 

nueva redacción del artículo 5o. de la Ley de Amparo: 

 

1. La norma, acto u omisión debe ocasionar en la persona quejosa una lesión jurídica 

real y diferenciada del resto de las personas (sea esta afectación individual o 

colectiva). 

2. En caso de darse la anulación de la norma, acto u omisión, esta anulación [deberá]4 

producir un beneficio cierto y no meramente hipotético o eventual al quejoso. 

3. El amparo [deberá] otorgarse, [en caso de que se cumpla la condición establecida 

en 2]. 

 

El punto toral de la reciente adición se manifiesta en el segmento 1; se puede apreciar en 

los verbos “deber” y “ocasionar”, el modo y el aspecto que rige el sentido de la oración; se 

puede inferir que ambos verbos son modalizadores de la sintaxis de esta primera parte de 

la adición al artículo analizado. Es decir que, a nivel sintagmático, se manifiesta, a partir de 

 
2 Para su análisis sintáctico y semántico se propone realizar una segmentación de unidades sintagmáticas que, 

a partir de la metodología semiótica, se establezca el criterio de segmentación mediante la identificación de 

enunciados que estén regidos por verbos que marquen acciones diferenciables. En este caso se puede observar 

que son tres los posibles enunciados donde cada uno está regido por los verbos “deber ocasionar”, “producir” y 

“otorgar”, respectivamente. Vid. Flores Ortiz, Roberto, “Segmentación y clausura del discurso. Ensayo de 

exégesis semiótica”, Morphé. Ciencias del lenguaje, núm. 5, México, BUAP, julio-diciembre de 1991, pp. 107-

120. 
3 “Decreto por el que se reforman y adicionan diversas disposiciones a la Ley de Amparo [...]”, cit. 
4 Se agrega entre corchetes la modalidad “deber”, porque, para que se dé el supuesto, hay una necesidad de 

cumplir la relación entre el beneficio y la anulación para que sea verdadero el estatus de quejoso, de tal modo 

que es una modalidad alética. Vid. McNamara, Paul y Frederik Van De Putte, “Deontic Logic”, The Stanford 

Encyclopedia of Philosophy, invierno de 2025. https://plato.stanford.edu/archives/win2025/entries/logic-deontic/  

https://plato.stanford.edu/archives/win2025/entries/logic-deontic/
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estos verbos que rigen la oración, la modalidad deóntica de obligación. El verbo “ocasionar”, 

por su parte, esta semánticamente emparentado con el verbo “causar”; así, es plausible, 

sintagmáticamente, reformular el enunciado 1: “la norma, acto u omisión [debe causar] en 

la quejosa una afectación real y diferenciada del resto de las personas”. Bajo esta 

reformulación equivalente, es factible observar con mayor claridad, que “deber causar” y 

“deber ocasionar”, son ambas, modalidades deónticas de obligatoriedad. 

 

El Diccionario de la Real Academia de la Lengua Española define al verbo “ocasionar” como 

“[s]er causa o motivo para que algo suceda”. Lo cual presupone, dentro de su definición, el 

verbo “causar”, el cuál en el Diccionario de la RAE establece como campo semántico la 

acción de producir o motivar que algo suceda. Desde este camino semántico, es factible 

afirmar que “ocasionar” y “causa”, ambas comparten el sema, o unidad mínima de 

significado, de producir o motivar que algo suceda, es decir, de hacer. 

 

Las modalidades deónticas en la semiótica de A. J. Greimas establecen que el modalizador 

deóntico se manifiesta cuando en el enunciado el predicado “deber” determina y rige el 

enunciado de “hacer”, el cuadrado semiótico establece una relación de oposición y 

contradicción de los modalizadores deónticos del siguiente modo: 

 

5 

 

La fracción I del artículo 5o de la Ley de Amparo establece que la parte quejosa es quien: 

“aduce ser titular de un derecho subjetivo o de un interés legítimo individual o colectivo, 

 
5 En el modelo de A. J. Greimas se establece el término “prescripción” por razones que el aclara; sin embargo, 

para fines explicativos en este artículo se adopta el término “obligación” que es más usado en el ámbito legal y 

deóntico. Vid. Greimas, Algirdas J. y Courtes Joseph, Semiótica. Diccionario razonado de la teoría del lenguaje, 

Gredos, Madrid, 1982, pp. 108-109. 
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siempre que alegue que la norma, acto u omisión reclamados violen”6 derechos humanos 

previstos en el artículo 1o. de la Ley de Amparo. En esta redacción no se encuentran 

elementos suficientes para asegurar que prevalezca, o se encuentre presente, un 

modalizador deóntico de obligatoriedad; sólo se establece que el quejoso aduce (presenta 

o alega pruebas) ser titular de un derecho subjetivo y alega que la norma, acto u omisión 

violan derechos; pero esta afirmación, semánticamente tiene un sentido débil. 

 

“Aducir” y “alegar” son verbos más “débiles” en cuanto a su intervención en la realidad y no 

presuponen, semánticamente, un “hacer”, como los verbos “causar” y “ocasionar”. Estos 

últimos verbos son más fuertes en su aspecto de transformación del mundo, la realidad, los 

hechos o los derechos. En términos hohfeldianos, la potestad que el Estado tiene frente al 

gobernado adquiere una diferencia significativa si se contrastan los verbos que rigen cada 

oración; “aducir”/“alegar” vs. “ocasionar”/“causar”. En un supuesto y otro, la intensidad de 

la intervención de la potestad que el Estado tiene frente a los gobernados tiene grados 

distintos de intervención. 

 

Al tener presente las definiciones que la RAE puede ofrecernos de las palabras “aducir” y 

“alegar”, encontraremos que el sema (unidad mínima de significado) que comparten ambas 

palabras es el de argumentar o dar argumentos. Esto nos invita a afirmar que ambos verbos, 

insertos en el primer párrafo de la fracción I del artículo 5o., cumplen la función sintagmática 

de denotar que el quejoso adquiere tal carácter por el hecho de dar argumentos de que la 

norma, acto u omisión violan sus derechos.  El primer párrafo de dicha fracción describe 

cuáles son las condiciones fácticas concurren para que alguien sea persona quejosa, al 

disponer que son parte en el juicio de amparo: 

 
"I. La persona quejosa, teniendo tal carácter quien aduce ser titular de un derecho subjetivo 

o de un interés legítimo individual o colectivo, siempre que alegue que la norma, acto u 

omisión reclamados violan los derechos previstos en el artículo 1o. de la presente Ley y con 

ello se produzca una afectación real y actual a su esfera jurídica, ya sea de manera directa 

o en virtud de su especial situación frente al orden jurídico". 

 

 
6 Ley de Amparo, reglamentaria de los artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos. https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LAmp.pdf  

https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/LAmp.pdf
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Esta redacción no impone un deber, por el contrario, establece un criterio de definición de 

ambas figuras (derecho subjetivo e interés legítimo. Si formalizamos el argumento de la 

fracción I: 

 

ꓯx[(Ad(x) V In(x)) ∧ V(x) ∧ Af(x) ∧ (Afd(x) V Es(x)) → P(x)7 

 

Y si lo contrastamos con una formalización simbólica del texto de la reciente adición al 

artículo que estamos analizando observaremos que, aunque pudiera establecerse una 

formulación cercana, haciendo uso de más, menos, el mismo número de operadores 

lógicos, al presentarse los verbos deber/ocasionar, se requiere agregar el modalizador 

deóntico O: 

 

O[(Af(x) ∧ R(x) ∧ Dif(x)) ∧ (B(x) ∧ ┐Hp(x))] → In(x)8 

 
Conclusión 
 

La intención de presentar ambas fórmulas de la formalización lógica de los respectivos 

párrafos que conforman la fracción I del artículo que hemos analizado, no es complejizar la 

explicación sino demostrar que la estructura lógica de estos párrafos es completamente 

diferente. Mientras que en la fórmula 1 se establece que si alguien alega tener un derecho 

 
7 Podemos establecer los operadores lógicos siguientes: 

P(x): “x es persona quejosa” 

Ad(x): “x aduce ser titular de un derecho subjetivo” 

In(x): “x aduce tener un interés legítimo, sea individual o colectivo” 

V(x): “x aleja que la norma, acto u omisión reclamados violan los derechos previstos en el artículo 1o.” 

Af(x): “hay una afectación real y actual a la esfera jurídica de x” 

Afd(x): “la afectación se produce de manera directa  

Es(x): “la afectación se produce en virtud de la especial situación de x frente al orden jurídico” 
8 Donde: 

I(x): x tiene interés legítimo 

Af(x): hay lesión jurídica en x 

R(x): la lesión es real 

Dif(x): la lesión es diferenciada del resto 

B(x): la anulación produce beneficio cierto 

Hp(x): el beneficio sería hipotético o eventual 

┐: Negación 
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subjetivo [Ad(x)] o un interés legítimo [In(x)], y alega una violación a sus derechos [V(x)], y 

demás requisitos que entran en conjunción lógica (V) entonces es una persona quejosa 

[P(x)]; en la fórmula 2, aunque se establecen requisitos de conjunción, y está presente el 

operador lógico del interés legítimo, desaparece el operador lógico de persona con derecho 

subjetivo [Ad(x)], y el operador lógico de persona quejosa [P(x)], adquiere un sentido 

deóntico al establecer el deber ocasionar como necesidad, por lo que se requiere agregar 

el operador O, para establecer correctamente la formulación de 2. 

 

El operador deóntico de obligación O, en la fórmula 2, no es un equivalente de P(x) de la 

fórmula 1; la fórmula 2 adquiere un sentido deóntico totalmente distinto, y al desaparecer 

de la redacción del segundo párrafo de la fracción I la figura del derecho subjetivo, por 

exclusión, se entiende que los requisitos en este párrafo, más restrictivos, recaigan en el 

interés legítimo y no en el derecho subjetivo. 

 

Podría argumentarse, en sentido contrario de lo que hasta aquí se ha defendido, que la 

reciente adición a la fracción I de nuestro artículo análisis, sólo es el establecimiento 

normativo de los criterios jurisprudenciales que se han aplicado desde hace algunos años. 

No obstante, este argumento no es contundente si se atiende a la misma jurisprudencia 

que el Ejecutivo Federal apeló en su exposición de motivos para presentar la iniciativa a la 

reforma.  

 

La tesis de jurisprudencia de rubro INTERÉS LEGÍTIMO. CONTENIDO Y ALCANCE PARA 

EFECTOS DE LA PROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO (Interpretación Del Artículo 

107, Fracción I, De La Constitución Política De Los Estados Unidos Mexicanos) establece, 

en su parte final establece que: 

 
[...] el interés legítimo consiste en una categoría diferenciada y más amplia que el interés 

jurídico, pero tampoco se trata del interés genérico de la sociedad como ocurre con el interés 

simple, esto es, no se trata de la generalización de una acción popular, sino del acceso a los 

tribunales competentes ante posibles lesiones jurídicas a intereses jurídicamente relevantes 

y, por ende, protegidos. En esta lógica, mediante el interés legítimo, el demandante se 

encuentra en una situación jurídica identificable, surgida por una relación específica con el 

objeto de la pretensión que aduce, ya sea por una circunstancia personal o por una 

regulación sectorial o grupal, por lo que si bien en una situación jurídica concreta pueden 

concurrir el interés colectivo o difuso y el interés legítimo, lo cierto es que tal asociación no 
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es absoluta e indefectible; pues es factible que un juzgador se encuentre con un caso en el 

cual exista un interés legítimo individual en virtud de que, la afectación o posición especial 

frente al ordenamiento jurídico, sea una situación no sólo compartida por un grupo 

formalmente identificable, sino que redunde también en una persona determinada que no 

pertenezca a dicho grupo. Incluso, podría darse el supuesto de que la afectación redunde 

de forma exclusiva en la esfera jurídica de una persona determinada, en razón de sus 

circunstancias específicas. En suma, debido a su configuración normativa, la categorización 

de todas las posibles situaciones y supuestos del interés legítimo, deberá ser producto de la 

labor cotidiana de los diversos juzgadores de amparo al aplicar dicha figura jurídica, ello a la 

luz de los lineamientos emitidos por esta Suprema Corte, debiendo interpretarse acorde a la 

naturaleza y funciones del juicio de amparo, esto es, buscando la mayor protección de los 

derechos fundamentales de las personas.9 

 

Advertiremos que el interés legítimo es una figura que se encuentra entre el derecho 

subjetivo y el interés simple. Esto quiere decir que sus requisitos no son contemplados de 

una manera estricta de un “deber ocasionar” ni laxos como en el interés simple. Utilizar el 

modalizador deóntico deber, y el verbo ocasionar, cierra la significación y el sentido del texto 

sobre la obligación de colmar el requisito de manera absoluta, al establecer un estándar 

interpretativo más exigente para el interés legítimo, más absoluto que el estándar 

establecido para el derecho subjetivo. 
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Fundación y renacimiento de Tenochtitlan 
Adriana Berrueco García 
2025-11-10 

 
“En tanto que permanezca el mundo, 

No acabará la fama y la gloria de México-Tenochtitlan”. 

Memoriales de Culhuacán 

 

 

En México, durante 2025 celebramos los 700 años de la fundación de Tenochtitlan (1325). 

La fecha exacta es motivo de polémica, pero instituciones como el gobierno de Ciudad de 

México, la UNAM y El Colegio Nacional organizaron distintas actividades para recordar y 

reinterpretar una fecha que es altamente significativa para el pueblo mexicano. El legado 

cultural de los mexicas es inmenso y se ha ido redescubriendo a lo largo de los siglos XVIII 

a XXI. Este artículo aborda elementos significativos de la fundación de la capital del reino 

azteca, y el conjunto de descubrimientos que los arqueólogos han hecho en décadas 

recientes permitiendo que podamos afirmar que está renaciendo la cultura del llamado 

Pueblo del Sol. 

 
Fundación de Tenochtitlan 
 

Hay controversias sobre el mes exacto, porque estudiosos de diferentes disciplinas en la 

actualidad buscan conocer la veracidad de la información que tenemos a través de crónicas 

de historiadores novohispanos —como Chimalpain y Alvarado Tezozómoc— sobre los 

inicios de la ciudad que se convirtió en el centro de poder político del mundo indígena en el 

siglo XVI. De acuerdo con datos aportados mediante la arqueoastronomía, hipotéticamente 

la fundación ocurrió en abril o mayo de 1325, toda vez que en ese momento hubo un eclipse 

solar y que probablemente los mexicas lo percibieron como una señal para establecer el 

reino que les había ordenado construir el dios Huitzilopochtli. 

 

Esta deidad representaba al sol y la guerra. Quizá por ello los mexicas crearon un relato 

simbólico a partir del fenómeno astronómico. Hay más uniformidad de opiniones en cuanto 

a que fue en 1325 cuando se realizó la fundación, ya que la Crónica Mexicáyotl así lo refiere. 

Este importante texto lo escribió en 1609 Fernando de Alvarado Tezozómoc, nieto del 

tlatoani Moctezuma II (o Moctezuma Xocoyotzin). 

https://www.juridicas.unam.mx/investigador/perfil/aberrueco
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Los comienzos de Tenochtitlan fueron muy humildes, al igual que el primer templo que 

erigieron a Huitzilopochtli, pues los mexicas eran un pueblo sometido al señorío de 

Azcapotzalco, del cual se liberarían posteriormente y lo dominarían. Tezozómoc narra que, 

en esa etapa, en la isla después llamada Tenochtitlan, había una gran cantidad de aves de 

diferentes especies; pero no que los fundadores hallaran específicamente un águila 

comiendo algún ofidio. 

 

La imagen que hoy aparece en nuestro escudo nacional es la fusión de varios relatos —

como el del corazón de Cópil relacionado con las tunas y nopales— que provenían desde 

los tiempos del peregrinar azteca iniciado en Aztlán. Por eso, observamos en los gráficos 

de los códices novohispanos que hay variantes como en el Códice Florentino, terminado en 

1565 y hecho bajo la supervisión de fray Bernardino de Sahagún, donde un pájaro es el 

manjar que come el águila. Fue en 1587, a través del Códice Durán, donde se difundió la 

imagen del águila apresando la serpiente. 

 

La modesta aldea logró transformarse en una gran ciudad gracias a las habilidades e 

ingenio de los mexicas. Tenochtitlan creció con la creación de chinampas empleadas para 

sembrar plantas comestibles. Entre 1427 y 1433 los reinos de Tacuba, Texcoco y 

Tenochtitlan formaron la Triple Alianza y con ello cayó Azcapotzalco, y se inició el despegue 

de la cultura azteca. El motor de esa expansión fueron las ideas religiosas de los aztecas, 

pues como hizo notar el arqueólogo Alfonso Caso, se sentían destinados a auxiliar a sus 

dioses para que el universo siguiera funcionando. 

 
Los dioses que se negaron a morir 
 

En 1521, después de la captura del tlatoani Cuauhtémoc, los invasores españoles 

comenzaron a destruir el conjunto de monumentos y esculturas ubicadas en el centro de 

Tenochtitlan, con la finalidad de exterminar los símbolos del poderío indígena y erradicar 

las prácticas religiosas que los europeos consideraban paganas. Sobre esos monumentos 

construyeron los edificios que en adelante albergarían las principales instituciones políticas 

y religiosas de la Nueva España. 
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Todo hubiera hecho predecir la muerte eterna de la cultura mexica; pero en el siglo XVIII 

salieron de la tierra, por trabajos de renovación de la infraestructura urbana, algunos 

monolitos creados por “el pueblo del sol”, como de la Piedra del sol (calendario azteca), 

Coatlicue (1790) y la Piedra de Tizoc (1791). Es un hecho significativo que la representación 

de Coatlicue volvió a ser enterrada por órdenes de las autoridades porque la colocaron en 

las instalaciones de la Universidad y los indígenas entraban en el recinto para ofrendarle 

flores. 

 

Ello era una manifestación de que, a pesar de la labor evangelizadora realizada durante 

dos siglos, no había logrado extinguir la devoción de los naturales a las ancestrales figuras 

religiosas de los mexicas. Fue tras la consumación de la independencia que Coatlicue volvió 

a exhibirse y desde 1964 ocupa un sitial de honor en el Museo Nacional de Antropología. 

En el mismo recinto está el Teocalli de la Guerra Sagrada, descubierto en el Palacio 

Nacional, y cuyos primeros estudios estuvieron a cargo del arqueólogo Alfonso Caso. Este 

monolito representa una pirámide con una capilla en su cúspide; tiene labrado el glifo 2 

caña, lo que ha llevado a pensar que se manufacturó en 1507. 

 

Pero el resurgimiento de la ciudad fundada en marzo de 1325 ocurrió a partir del 21 de 

febrero de 1978, con el descubrimiento de la representación de la diosa Coyolxauhqui 

(hermana de Huitzilopochtli) que provocaría el rescate del Templo Mayor de los aztecas. 

Este hallazgo motivó la ampliación de las excavaciones y a crear un espacio especial para 

ser exhibidas públicamente. El Museo del Templo Mayor abrió sus puertas en 1987 y 

actualmente cuenta con ocho salas. Es un museo de sitio; el diseño arquitectónico estuvo 

a cargo de Pedro Ramírez Vázquez. El recinto alberga tanto las dos esculturas 

monumentales (más adelante hablaremos de la de Tlaltecutli), como las piezas que 

integraban las ofrendas, los dos Guerreros águila, entre otras obras escultóricas. 

 

El arqueólogo Eduardo Matos comprendió la necesidad de ensanchar el radio de 

exploraciones porque, a través de las crónicas de Fray Bernardino de Sahagún (siglo XVI), 

sabíamos que era muy extenso el espacio sagrado de los mexicas. Por ello, Matos 

Moctezuma instituyó el Programa de Arqueología Urbana, en 1991, que está a cargo del 

Proyecto Templo Mayor. El 2 de octubre de 2006 ocurrió el descubrimiento, bajo el suelo de 

la llamada Casa de las Ajaracas —ubicada en Guatemala y Argentina— de una monumental 

escultura (sus medidas originales fueron 4.17 x 3.62 x 0.37 metros y pesaba más de 12 
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toneladas), identificada como una representación de Tlaltecutli (diosa de la tierra), misma 

que conserva parte de sus colores originales, la cual fue trasladada en 2010, y actualmente 

pude admirarse en el Museo del Templo Mayor. 

 

Por el considerable hundimiento que ha tenido la Catedral Metropolitana de Ciudad de 

México, el Instituto Nacional de Antropología e Historia (INAH) emprendió un conjunto de 

adecuaciones arquitectónicas que permitieron al Programa de Arqueología Urbana realizar 

labores de salvamento. Entre los hallazgos sobresalen estructuras que correspondieron al 

Juego de Pelota azteca, y representaciones de los dioses Ehécatl, Huhuetéotl y Xochipilli. 

También hallaron piezas de cerámica tolteca, de Tula. 

 

Asimismo, entre 2007 y 2008 en la sede del Centro Cultural de España —Donceles 18— el 

Programa de Arqueología Urbana intervino porque dicho Centro deseaba ampliarse en un 

predio contiguo, lo que dio como resultado el descubrimiento de varias estructuras 

prehispánicas que formaron parte del Calmécac, recinto en el que recibían educación los 

hijos de los nobles mexicas. También hay una escalinata del Templo Mayor (del siglo VII).  

El fruto de estas excavaciones fue la creación de un museo de sitio que consta de 87 piezas 

halladas en el inmueble, entre las que destacan representaciones de los dioses Ehécatl 

(dios del viento) y Mixcóatl (serpiente de nube). 

 
Conclusión 
 

La celebración del séptimo siglo de la fundación de Tenochtitlan ha propiciado el interés de 

grandes sectores por el estudio de la historia de una de las raíces que ha conformado el 

México contemporáneo. Arqueólogos e historiadores continúan haciendo hallazgos sobre 

la civilización que se asentó en el Valle de México y revisando las fuentes documentales 

prehispánicas y coloniales para contrastarlas con los descubrimientos arqueológicos. El 

respaldo de las autoridades federales y de Ciudad de México ha contribuido para que se 

realicen y difundan estas investigaciones. Con ello, tiene cumplimiento la normatividad 

sobre protección de monumentos arqueológicos, la cual ordena que en todas las obras de 

restructuración o modificación de inmuebles del Centro Histórico intervenga el INAH para 

realizar el rescate arqueológico. 
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En el plano de interpretación sociológica observamos que las raíces culturales persisten en 

el tiempo, aunque sus manifestaciones sean reprimidas y ocultadas para luego poner sobre 

ellas otras que corresponden a los grupos de poder político y/o económico. Ese es el caso 

de la cultura mexica que fundó la Ciudad de México-Tenochtitlan. 
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Cuando la ayuda desaparece. Dependencia, solidaridad y futuro de las políticas 
sociales 
Ferran Capità 
2025-11-10 

 

El viraje de la política exterior estadounidense desde la llegada de Donald Trump a la 

presidencia ha sacudido uno de los pilares de la ayuda humanitaria. Con una serie de 

decisiones y recortes, ha desmantelado gran parte de la cooperación internacional del país, 

y ha dejado en el aire miles de programas que antes se gestionaban a través de USAID en 

todos los continentes. El impacto se siente con fuerza en América Latina; proyectos de salud 

comunitaria, apoyo a personas desplazadas, programas educativos y de fortalecimiento 

institucional han quedado en pausa o han sido cancelados de un día para otro. En muchos 

países o en el propio México, organizaciones sociales ven peligrar iniciativas que habían 

tardado años en consolidarse. 

 

Lo que está ocurriendo revela una paradoja que se arrastra desde hace décadas. En buena 

parte del llamado “Sur Global”, la ayuda internacional se convirtió en la columna vertebral 

de servicios esenciales como la salud, la educación, la seguridad alimentaria o la protección 

social. Muchos países no han logrado —o no han querido— construir sistemas públicos lo 

suficientemente sólidos para sostener estas políticas sin aportes externos. Cuando esos 

fondos de ayuda internacional se detienen de forma abrupta, queda al descubierto la 

fragilidad del modelo. La misma ayuda que salva vidas y abre oportunidades puede generar 

una dependencia difícil de romper. Lo que hoy observamos en África u Oriente Medio 

también resuena en América Latina: sociedades que se sostienen gracias a recursos que 

no controlan ni deciden. 

 

Esta realidad no es ajena a la región ni a México. Numerosas organizaciones que trabajan 

con personas migrantes, mujeres, comunidades indígenas, juventudes o población LGBTI 

dependen en gran medida de recursos provenientes de la cooperación internacional y de 

convocatorias públicas o privadas renovadas año con año. Cuando una fuente se congela 

o retira, los equipos se reducen, los servicios son recortados y quienes más necesitan apoyo 

se quedan, una vez más, en la incertidumbre. 

 

https://www.linkedin.com/in/ferrancapita/
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Ante este escenario, las administraciones públicas locales no pueden limitarse a acompañar 

de lejos estos esfuerzos; tienen que asumir un papel mucho más activo. Implica reconocer 

a las organizaciones sociales como aliadas estratégicas, incorporar los proyectos que 

demuestran impacto en sus propias carteras de políticas públicas y dotarlos de 

presupuestos estables y de largo plazo. Solo así la atención a las personas que viven en 

contextos vulnerables dejará de depender de convocatorias frágiles y pasará a formar parte 

de una responsabilidad institucional sostenida. 

 

Pero esa transformación no ocurrirá sola. Organizaciones y agencias tienen también la 

responsabilidad de hacer incidencia, de sentarse a la mesa con las autoridades, de 

proponer marcos normativos y modelos de financiación más justos y sostenibles, y de exigir 

que los compromisos se conviertan en políticas públicas reales. Su trabajo no termina en 

ejecutar proyectos; empieza, cada vez más, en influir en cómo se diseñan, se financian y 

se sostienen las políticas públicas que deberían asumirlos. 

 

El problema, sin embargo, también es de enfoque. Durante demasiado tiempo se ha 

reducido la solidaridad a “dar”; donar dinero, entregar despensas. Esa lógica coloca a las 

comunidades en el rol de receptoras pasivas y refuerza la idea de que la solución siempre 

vendrá “de afuera”. 

 

Existe, sin embargo, otro camino. Hay experiencias en América Latina y en otras regiones 

donde la ayuda ha sido utilizada como palanca para fortalecer instituciones locales, 

diversificar la economía, consolidar sistemas de protección social y ampliar derechos. En 

esos casos, cada dólar de cooperación se concibe como una inversión en autonomía y 

capacidades propias, no como un parche que habrá que volver a colocar al año siguiente. 

Para las organizaciones sociales de la región, esto implica un cambio de propósito; no sólo 

responder a la urgencia, sino contribuir a transformar las estructuras que generan exclusión 

y vulnerabilidad. La verdadera solidaridad no se mide únicamente en los recursos 

entregados, sino en cuánto cambia, en el fondo, la vida y el poder de decisión de las 

personas involucradas. 

 

Al modelo basado en subvenciones se suma otro obstáculo: la burocracia. Tanto en el Norte 

como en el Sur, equipos completos de organizaciones y gobiernos dedican una parte 

enorme de su tiempo a llenar formularios, diseñar indicadores incomprensibles, responder 
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auditorías y ajustar proyectos a convocatorias cambiantes. La rendición de cuentas es 

necesaria; pero cuando el cumplimiento administrativo se vuelve más importante que el 

impacto social, algo se ha desviado. No tiene sentido exigir reportes impecables a proyectos 

que ni siquiera cuentan con la estabilidad mínima para planear más allá de unos meses. Si 

el modelo se sostiene solo en subvenciones cortoplacistas y controles formales, difícilmente 

puede garantizar derechos y transformaciones duraderas. 

 

Por eso toma fuerza la idea de avanzar hacia modelos de concertación más estables entre 

el Estado y la sociedad civil; acuerdos plurianuales con objetivos claros, reglas 

transparentes y evaluaciones centradas en resultados y en la calidad del servicio, no en el 

volumen de papeles presentados. Este tipo de marcos permite que las organizaciones 

innoven, se adapten al territorio y cuiden a sus equipos, en lugar de vivir permanentemente 

al borde del abismo financiero. 

 

En el plano internacional, las grandes agencias multilaterales han funcionado durante años 

como un muro de contención frente a la ausencia o debilidad de muchos Estados. Han 

garantizado alimentación, salud básica, refugio y educación donde los gobiernos no 

alcanzaban o no podían llegar. Pero esa presencia tiene también un efecto político y 

cultural. La ayuda nunca es completamente neutra; arrastra visiones del desarrollo, 

modelos económicos, prioridades geopolíticas y marcos de derechos. Cuando Estados 

Unidos y Europa recortan su cooperación, el espacio que dejan es rápidamente ocupado 

por otras potencias con agendas propias. La pregunta ya no es sólo quién aporta recursos, 

sino con qué condiciones, con qué valores y con qué consecuencias para la autonomía real 

de los países receptores. 

 

En América Latina, esta reconfiguración ya se hace sentir. Frente al repliegue de algunas 

agencias tradicionales, crece el interés de actores estatales y privados de otras regiones, 

que ofrecen financiamiento, inversiones y acuerdos comerciales presentados como 

“cooperación”. El reto es que esa nueva presencia no reproduzca, con otros nombres, las 

mismas relaciones de dependencia y subordinación. 

 

Cuando la ayuda es recortada de forma drástica, la reacción inmediata suele ser pedir que 

todo vuelva a la normalidad anterior. Pero esa “normalidad” ya era precaria; modelos 

asistencialistas, proyectos frágiles, derechos sin garantías reales y comunidades que no 
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decidían sobre su propio futuro. La coyuntura actual abre una oportunidad —incómoda, sí, 

pero necesaria— para replantear el rumbo. Propongo algunas ideas para la reflexión: 

• Poner en el centro la participación local. Que comunidades, colectivos y personas 

en situación de vulnerabilidad participen desde el inicio en el diagnóstico, el diseño, 

la implementación y la evaluación de programas y políticas. No como invitadas 

simbólicas, sino como actores con voz vinculante. 

• Superar la lógica puramente asistencialista y apostar por el empoderamiento real. 

Esto implica reforzar la educación, el acceso a empleos dignos, el reconocimiento 

de derechos, el apoyo a economías comunitarias y el fortalecimiento de liderazgos 

locales, especialmente de mujeres y jóvenes. 

• Impulsar proyectos que ataquen causas estructurales. La violencia, la desigualdad, 

la corrupción, la crisis climática o la discriminación no se resuelven con 

intervenciones de corto plazo. Se requiere continuidad, coherencia entre lo que se 

hace dentro y fuera del país, y marcos legales y financieros que no se derrumben 

con cada cambio de gobierno. 

 

La crisis actual de la ayuda humanitaria y del financiamiento internacional no tiene por qué 

significar el fin de la solidaridad; más bien, puede marcar el final de una forma frágil y 

desigual de ejercerla. Acompañar no es sólo transferir recursos; es construir capacidades, 

compartir poder y reconocer a las personas como sujetos de derechos, no como 

destinatarias eternas de programas. Si algo deja claro este momento es que no podemos 

garantizar la sostenibilidad de los programas que son de interés general con decisiones 

tomadas en escritorios que cambian con cada ciclo electoral. El desafío es tejer redes y 

políticas capaces de resistir esos vaivenes, no para depender menos de “la ayuda”, sino 

para depender más de nuestras propias capacidades, instituciones y comunidades. 
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Violaciones directas vs. violaciones indirectas. Consolidación del nuevo estándar en 
la controversia constitucional 13/2025 
Johan Martín Escalante Escalante 
2025-11-10 

 

La Controversia Constitucional 13/20251 constituye un referente en la delimitación de la 

materia de este medio de control constitucional. En ella, el municipio de Hermosillo impugnó 

el artículo 3o., inciso a), párrafo segundo, del Decreto número 13, mediante el cual el 

Congreso del Estado de Sonora estableció los factores de distribución de participaciones 

federales para el ejercicio fiscal 2025. El municipio alegó que la autoridad estatal utilizó el 

censo de población del año 2000, en lugar del censo 2020, y contravino el artículo 2o. de 

la Ley de Coordinación Fiscal, lo que —a su juicio— impactaba negativamente la recepción 

de participaciones federales e infringía el artículo 115, fracción IV, constitucional, en tanto 

que afectaba su hacienda pública. 

 

Sin embargo, la Suprema Corte de Justicia de la Nación consideró que la controversia era 

improcedente al concluir que el planteamiento del actor no configuraba una violación directa 

a la Constitución, sino un conflicto de mera legalidad relativo a la aplicación de normas 

secundarias, específicamente de la Ley de Coordinación Fiscal. Con ello, el Pleno reafirmó 

la línea interpretativa que distingue entre violaciones directas e indirectas a la norma 

fundamental y que, desde la reforma constitucional de 2021, delimita estrictamente la 

procedencia de este mecanismo de control. 

 
Evolución jurisprudencial. De la admisión de violaciones indirectas a su exclusión 
definitiva 
 

En integraciones anteriores, la Corte aceptó el estudio de violaciones indirectas en 

controversias constitucionales. Así se desprendía de precedentes como: 

• P./J. 23/97,2 “Controversia constitucional. Es procedente el concepto de invalidez 

por violaciones indirectas [...]”, donde se validó el análisis de transgresiones 

 
1 Resuelta el 16 de octubre de 2025, por mayoría de cinco votos de las personas ministras Espinosa Betanzo, 

Ríos González, Batres Guadarrama, Ortiz Ahlf y presidente Aguilar Ortiz. Las personas ministras Herrerías 

Guerra, Esquivel Mossa, Figueroa Mejía y Guerrero García votaron en contra. 
2 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo V, abril de 1997, p. 134. 
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derivadas de disposiciones secundarias o incluso de constituciones locales, siempre 

que estuvieran vinculadas con el acto o norma reclamada. 

• P./J. 116/2005,3 en la que se distinguió entre violaciones directas e indirectas y se 

precisó que, al tratarse de violaciones directas, el promovente no estaba obligado a 

agotar medios de control locales antes de acudir a la Corte. 

 

Ambos criterios permitían una lectura amplia de la materia de las controversias 

constitucionales, en la que era posible revisar no sólo actos que confrontaban directamente 

el texto constitucional, sino también aquellos cuya irregularidad surgía de la interpretación 

de legislación secundaria. 

 

Ese modelo fue revisado por el Pleno en el Recurso de Reclamación 150/2019-CA, en el 

que se advirtió un uso creciente de la controversia constitucional para plantear conflictos de 

legalidad, especialmente relacionados con la entrega de recursos federales a los 

municipios. Se señaló que tales asuntos no involucraban la determinación del alcance de 

normas constitucionales —en particular, el artículo 115, fracción IV— sino la aplicación de 

reglas previstas en la Ley de Coordinación Fiscal, lo que desvirtuaba la naturaleza 

estrictamente constitucional de este medio de control. En ese precedente se hizo expresa 

la necesidad de reencauzar la controversia constitucional a su objeto originario: la tutela 

inmediata de la distribución de competencias y la resolución de conflictos constitucionales 

entre órdenes de gobierno, sin que la Corte asumiera funciones propias de un tribunal de 

cuentas. 

 
Reforma al artículo 105 constitucional (2021) 
 

La reflexión jurisprudencial fue recogida por el poder reformador en la reforma constitucional 

publicada el 11 de marzo de 2021, que modificó el artículo 105, fracción I, último párrafo, 

para disponer categóricamente: 

 
"En las controversias previstas en esta fracción únicamente podrán hacerse valer violaciones 

a esta Constitución, así como a los derechos humanos reconocidos en los tratados 

internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte". 

 
3 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXII, septiembre de 2005, p. 893. 
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Esta reforma cerró de manera definitiva la posibilidad de invocar violaciones indirectas —

derivadas de leyes secundarias— en el marco de una controversia constitucional. Como lo 

señala la exposición de motivos, la finalidad fue “concentrar al Alto Tribunal en su función 

de control constitucional y excluir cuestiones de mera legalidad”. 

 

A nivel legal, el Decreto de 7 de junio de 2021 reformó la Ley Reglamentaria de las 

fracciones I y II del artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 

al incorporar, en su artículo 19, fracción VIII, la causal de improcedencia consistente en que 

la demanda no haga valer violaciones directas a la Constitución. 

 
Aplicación del nuevo estándar en la controversia constitucional 13/2025 
 

Bajo este marco normativo y jurisprudencial, la Corte analizó el planteamiento de Hermosillo 

y determinó que la litis se basaba en la incorrecta aplicación del artículo 2o. de la Ley de 

Coordinación Fiscal, relativo al censo poblacional aplicable para calcular las 

participaciones. La supuesta violación a la Constitución —afectación a la hacienda 

municipal prevista en el artículo 115, fracción IV— derivaba exclusivamente de la 

inobservancia de una ley secundaria, y no de una confrontación inmediata con el texto 

constitucional. 

 

Por ello, el Pleno concluyó que el municipio no identificó una facultad constitucional 

directamente transgredida, como ahora exige el parámetro de procedencia. La alegación 

dependía de un razonamiento condicionado por normatividad infraconstitucional, lo que la 

convertía en una violación indirecta, categoría que —tras la reforma de 2021— constituye 

sin más un supuesto de improcedencia. En consecuencia, se decretó el sobreseimiento, lo 

que consolidó el criterio de que la determinación, retención o entrega parcial de recursos 

federales —cuando depende de legislación secundaria— no constituye por sí misma una 

violación directa a la Constitución federal. 
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Implicaciones del criterio 
 

Este precedente confirma: 

1. Reafirmación del modelo tribunal-constitucional. La Corte limita su revisión a 

conflictos constitucionales, y desplaza disputas que sólo involucran legalidad. 

2. Fortalecimiento del federalismo competencial. Sólo es procedente la controversia 

cuando la entidad promovente identifica con precisión la cláusula constitucional 

competencial vulnerada. 

3. Depuración del sistema de medios de control. Los municipios deberán canalizar los 

conflictos relacionados con la entrega de recursos hacia vías ordinarias o 

administrativas, salvo que exista una confrontación directa con el artículo 115 

constitucional. 

4. Anclaje definitivo del estándar de violación directa. Lo que antes podía considerarse 

una violación indirecta ahora opera automáticamente como causal de 

improcedencia conforme al artículo 19, fracción VIII, de la ley reglamentaria. 

 
Conclusión 
 

La controversia constitucional 13/2025 ejemplifica la consolidación del nuevo parámetro de 

procedencia en esta vía constitucional. La Corte reafirmó que sólo son revisables las 

violaciones directas a la Constitución y a los derechos humanos vinculados al ejercicio 

competencial del promovente. Con ello, se termina de cerrar un ciclo jurisprudencial que, 

desde la década de 1990, permitió el análisis de violaciones indirectas, y se afianzó un 

modelo en el que la controversia constitucional queda reservada estrictamente para el 

control concentrado de la regularidad constitucional y la tutela de la distribución de 

competencias prevista en la norma fundamental. 
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Primer acercamiento epistemológico al proceso de Álvaro Uribe Vélez 
David Leonardo Torres Melgarejo 
2025-11-10 

 
Introducción 
 

El juicio penal seguido contra el expresidente Álvaro Uribe Vélez representa uno de los 

episodios más significativos de la historia judicial y política reciente de Colombia. No sólo 

por el carácter inédito de ver a un exmandatario enfrentando un proceso penal, sino por el 

modo en que el caso ha reactivado viejos dilemas acerca de la independencia judicial, la 

instrumentalización del derecho y la función simbólica del castigo en contextos 

democráticos. 

 

Más allá de las consideraciones estrictamente jurídicas, este ensayo se aproxima al 

proceso desde la sociología del derecho, y reconoce que el juicio constituye una escena 

pública donde se condensan múltiples narrativas: la de la víctima, la del Estado, la de la 

opinión pública y la de la política. En este sentido, el caso Uribe se presenta como un espejo 

de la polarización nacional, donde los discursos sobre la justicia se convierten en vehículos 

de legitimación o de desconfianza hacia las instituciones. 

 

El análisis parte de la actuación de la jueza Sandra Heredia, quien, desde el Juzgado 44 

del Circuito de Bogotá, condujo un proceso ejemplar por su rigor y equilibrio frente a las 

presiones mediáticas y políticas. Siguiendo la advertencia de Zaffaroni, el derecho penal es 

también un escenario político porque incide en la polis, en la vida colectiva, al definir quién 

debe ser castigado y bajo qué razones. De allí que la reflexión sobre este juicio invite a 

repensar los límites entre justicia y espectáculo, entre la racionalidad jurídica y la 

emocionalidad social que rodea los casos con alto contenido simbólico. 

 

Este trabajo, por tanto, busca comprender el proceso penal como un hecho social total, en 

el que confluyen dimensiones jurídicas, mediáticas, políticas y culturales, y propone una 

lectura crítica sobre la forma en que la justicia penal contemporánea se enfrenta a la opinión 

pública y al poder político en Colombia. 
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De la política y el derecho 
 

Podríamos llamar al proceso judicial del expresidente Álvaro Uribe Vélez el acontecimiento 

del siglo. Sin embargo, su estudio no debería limitarse a los campos de la política o la 

dogmática jurídica. Este caso exige abrir la mirada hacia la sociología del derecho, para 

comprender los efectos materiales y simbólicos que produjo un juicio que, más que un 

evento judicial, se convirtió en un fenómeno social vivo y de enorme significado para la 

democracia colombiana. 

 

La Jueza 44 Penal del Circuito de Bogotá, con un esfuerzo organizativo y técnico admirable, 

condujo un juicio que se erigió como microcosmos de la polarización nacional, donde dos 

visiones antagónicas se enfrentaron con igual intensidad: la del Uribe, víctima del Estado, 

y la del Uribe, verdugo de la sociedad. 

 

Como ha recordado el profesor Eugenio Raúl Zaffaroni, el derecho penal y la imposición de 

la pena son siempre asuntos políticos, no porque respondan a ideologías, sino porque 

afectan a la polis, al tejido mismo de la comunidad. La conmoción social que genera castigar 

a un ciudadano y más aún a un expresidente trasciende los linderos de la ley y se instala 

en el debate sobre la legitimidad del poder y la justicia. Numerosas voces se levantaron 

para defender o acusar a Uribe, algunas desde el conocimiento de los hechos y otras desde 

la emoción o el prejuicio. En medio de ese ruido mediático, no faltaron quienes cuestionaron 

la actuación de la judicatura o insinuaron sesgos ideológicos. Pese a ello, la Jueza Sandra 

Heredia demostró que la independencia judicial aún tiene cabida en Colombia. Su actuación 

evidenció que los jueces pueden sostener con firmeza que “este estrado no juzga nombres, 

sino hechos”, lo que reafirmó la esencia misma del Estado de derecho. 

 

Quienes seguimos el juicio sin apasionamientos pudimos constatar el rigor del 

procedimiento, la precisión de la práctica probatoria y la distancia ética que la jueza mantuvo 

frente al espectáculo político. Su papel no fue el de una figura mediática, sino el de una 

garante de los derechos de las partes y de la legitimidad del proceso. Con ello, logró separar 

la justicia penal del escenario partidista que la rodeaba. El derecho y la política, aunque 

distintos, son interdependientes. Conviven en una relación de equilibrio tenso, en la que el 

Estado, mediante la ley, conserva la posibilidad de castigar a quien haya transgredido la 
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norma, sin importar su poder o reconocimiento público. Porque el verdadero sentido de la 

justicia no reside en quién es el acusado, sino en lo que ha hecho. 

 
De la eficacia simbólica del derecho 
 

Cada vez que se anuncia una condena, resuenan imágenes de cine; abogados y fiscales 

frente a jurados, dramatizando sus argumentos con el fervor propio del teatro judicial. Esa 

misma teatralidad se percibió en la narrativa mediática del juicio Uribe, que transformó las 

audiencias en un espectáculo seguido por millones. El juicio oral, su transmisión y la 

reacción cotidiana de los espectadores revivieron antiguas pulsiones de venganza y 

reivindicación, desplazando el análisis jurídico hacia la emoción política. Así, el proceso 

dejó de ser un espacio para examinar hechos jurídicamente relevantes y se convirtió, para 

muchos, en un escenario simbólico de lucha entre el castigo y la absolución de un líder. 

 

Las percepciones sobre Uribe como caudillo o como enemigo alimentaron discursos ajenos 

al derecho penal. Sin embargo, el fallo de la jueza Heredia no puede interpretarse ni como 

reivindicación de las víctimas ni como martirio del acusado. Su fundamento es más sobrio 

y complejo; una sentencia penal no se pronuncia sobre personas, sino sobre conductas 

tipificadas en la ley. Un proceso judicial no es un tribunal moral ni un campo de batalla 

política. Por ello, es urgente repensar el uso del derecho penal como herramienta de 

confrontación ideológica. Cuando el castigo reemplaza al diálogo y la prevención, las 

instituciones comienzan a fracturarse y la justicia se vuelve un reflejo de la crisis del Estado. 

 
Del derecho penal 
 

Durante el juicio, tanto la Fiscalía como la defensa presentaron un abundante material 

probatorio. Cada parte construyó su teoría del caso con disciplina y estrategia, buscando 

confirmar o refutar la responsabilidad penal del expresidente, sin desconocer al menos 

formalmente la presunción de inocencia que lo amparaba. Aunque puede trazarse un 

paralelo entre la historia política reciente de Colombia y el proceso de Uribe, el juicio se 

desarrolló en seis episodios claves que revelan su complejidad: 

1. Presiones a Juan Guillermo Monsalve en La Picota. Diego Cadena, abogado del 

expresidente, habría ofrecido beneficios jurídicos a Monsalve para cambiar su 
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testimonio, lo cual fue grabado con un reloj espía. La Fiscalía sostiene que Uribe 

conocía estos actos; la defensa, que Cadena actuó por cuenta propia. 

2. Gestiones de “Caliche” desde Neiva. Se alegó que Carlos López buscó 

retractaciones en nombre de Uribe. La Fiscalía interpretó coordinación; la defensa, 

simpatía personal sin instrucciones del expresidente. 

3. Las cartas del exparamilitar “Tuso” Sierra. Desde EE. UU., Sierra envió 

comunicaciones que la Fiscalía consideró manipuladas. La defensa sostuvo que 

sólo buscaban obtener su versión libre. 

4. La declaración de la exfiscal Hilda Niño. Cadena la contactó durante su condena; 

tras ello, fue trasladada de prisión. Para la Fiscalía, hubo soborno; para la defensa, 

un trámite judicial legítimo. 

5. Testimonios de “Sinaí”, “Poli” y “Cadavid”. Tres exparamilitares enviaron cartas 

coincidentes. La Fiscalía vio manipulación; la defensa, simple convergencia 

testimonial. 

6. La retractación de Carlos Enrique Vélez (“Víctor”). Afirmó haber mentido a cambio 

de dinero ofrecido por Cadena. La Fiscalía sostuvo que Uribe conocía; la defensa lo 

negó categóricamente. 

 

La jueza Heredia concluyó que la Fiscalía, encabezada por Marlene Orjuela, probó más allá 

de duda razonable que Álvaro Uribe determinó a su abogado Diego Cadena para cometer 

soborno a testigos y fraude procesal. Según el fallo, Uribe “instrumentalizó” a Cadena, 

quien, movido por la lealtad y la subordinación, ejecutó acciones para manipular 

testimonios. 

 

Heredia consideró que las interceptaciones telefónicas y grabaciones de Monsalve eran 

pruebas válidas, obtenidas por una potencial víctima y ordenadas por autoridad 

competente. Aunque la defensa alegó vulneración de la privacidad, no logró demostrar 

edición o alteración alguna. Para la jueza, estas evidencias revelaban coordinación, pagos 

y estrategias de manipulación de testigos. 

 

Este punto generó un intenso debate en la comunidad penalista: ¿hasta qué límite puede 

llegar la expansión del derecho penal en nombre de la “prevención”? ¿Dónde termina la 

legítima investigación y comienza la vulneración de derechos fundamentales? 

 



Vol. 16, núm. 90, noviembre-diciembre de 2025 

Será el Tribunal Superior de Bogotá quien finalmente decida sobre la validez y alcance de 

las pruebas. En todo caso, este juicio marca un hito histórico: el juzgamiento penal de un 

expresidente y la reafirmación con sus aciertos y tensiones del principio de que la justicia 

se aplica en derecho, no en conveniencia política. 

 

La Jueza Heredia ha recordado, con su fallo, que la administración de justicia puede ser 

rigurosa sin ser vengativa, y humana sin ser complaciente. Nos deja, además, la tarea de 

superar el uso revanchista del derecho penal y de reconstruir una justicia que, más allá del 

poder o del prestigio, siga siendo un espacio de equilibrio, razón y dignidad. 
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Tauromaquia sin sangre. Balance entre cultura y derechos de los animales 
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¿Qué es la Tauromaquia? 

 

Para abordar este tema, es importante iniciar con definir qué es la tauromaquia, según la 

Real Academia Española (RAE), la Tauromaquia es el “arte de lidiar toros”. Es importante 

notar que desde su definición encontramos la palabra “arte”, pues esta es uno de los 

principales argumentos que usan los taurinos1 para defender que las corridas de toros 

celebradas tradicionalmente prevalezcan en la actualidad. 

 
¿Cómo llega a México? 

 

México, sin duda alguna, se caracteriza por ser una mezcla de muchas costumbres, 

tradiciones y culturas tan distintas y contrastantes entre sí, algunas llevan cientos de años 

existiendo en nuestro territorio, y otras tantas llegaron del suroeste de Europa.2 Una de 

esas tantas es la Tauromaquia, hace aproximadamente quinientos años atrás: "Desde la 

llegada de los españoles a nuestras tierras en el siglo XVI, la Tauromaquia se ha convertido 

en una tradición arraigada en nuestro país, generando pasiones y emociones que han 

perdurado a lo largo de los siglos. El primer testimonio de haberse corrido toros en México 

lo encontramos en la Quinta Carta de Relación de Hernán Cortés que envía al rey Carlos 

V, y que en una parte de su texto dice: «Otro día que fue de San Juan como despaché este 

mensajero llegó otro estando corriendo ciertos toros y en regocijos de cañas y otras fiestas, 

y me trajo una carta de dicho juez y otra de Vuestra Sacra Majestad»."3 

 

Entendemos entonces que la Tauromaquia es más antigua en el territorio; más que la 

creación de la República misma, lo que inevitablemente la convierte en una tradición de 

 
1 “Taurinos” es el término que coloquialmente se les da a los aficionados por la lidia de toros. 
2 Específicamente de España. 
3 Tauromaquia Mexicana. (2024). Casi 500 años de Identidad Cultural. 

https://tauromaquiamexicana.com.mx/casi-500-anos-de-identidad-cultural/ 

https://tauromaquiamexicana.com.mx/casi-500-anos-de-identidad-cultural/
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cientos de años, la Tauromaquia está llena de simbolismos que han inspirado a 

innumerables artistas a la creación de canciones, poemas, novelas y pinturas. Es por esa 

razón que muchas personas reconocidas del medio artístico la disfrutan y defienden, como 

Federico García Lorca,4 Joan Sebastián,5 María Félix,6 y un sinfín de artistas y figuras 

públicas nacionales e internacionales.  

 
¿Cuál es la importancia cultural y económica de la Tauromaquia en México? 

 

Recordemos que la lidia de toros existe en nuestro territorio desde el siglo XVI con la llegada 

de los españoles; y desde entonces, en distintas partes del país se llevan a cabo, 

principalmente para ferias regionales —como la mundialmente conocida Feria de San 

Marcos en el estado de Aguascalientes en donde cada año— se llevan a cabo corridas de 

toros que son tan aclamadas por el público. Tan es así que, en abril de 2025 el Congreso 

de Aguascalientes declaró que la Tauromaquia sea considerada como Patrimonio Cultural, 

Económico y Social de la Feria Nacional de San Marcos, pues lleva 197 años celebrándose 

en la entidad. 

 

El interés por formar parte de esta tradición se ha heredado de generación tras generación, 

que incluso los más jóvenes hoy en día muestran gran interés por involucrarse en el arte y 

la técnica taurina. Tanta ha sido su importancia a lo largo de los años, que incluso en nuestro 

país se han creado escuelas taurinas, quienes siguen formando nuevas generaciones de 

toreros. 

 

"En México existen escuelas taurinas en los estados de Tlaxcala, Hidalgo, Querétaro, 

Guanajuato, Aguascalientes, Jalisco, Ciudad de México, Veracruz, Yucatán, Chihuahua y 

San Luis Potosí. En este sentido, algunos de los colegios taurinos en México pertenecen a 

la Federación Mexicana de Escuelas Taurinas, entre ellos se encuentran la Academia 

Municipal Taurina de Guadalajara, la Academia Municipal Taurina de Aguascalientes, 

 
4 Poeta español que defendió la tauromaquia como parte esencial de la cultura española y la consideraba una 

de las fiestas más “cultas” del mundo. 
5 Cantautor mexicano que ha incluido la lidia de toros en sus canciones. 
6 Actriz mexicana a la que, a lo largo de su vida, mostró un profundo interés por la fiesta brava y era una asidua 

asistente a las corridas de toros. 
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Escuela Taurina de Tlaxcala, Escuela Taurina “Jorge Gutiérrez Argüelles” en Pachuca, 

Escuela Mexicana del Toreo “Silverio Pérez” en CDMX, entre otros".7 

 

Con lo que podemos suponer que, a pesar del transcurrir de los años, la Tauromaquia tiene 

un lugar importante en la vida del mexicano aficionado, pues el simbolismo de la lucha por 

el honor y la muerte que se determina en el ruedo hace de la lidia de toros un espectáculo 

que desborda sentimientos, pasiones e inspiración. 

 

Respecto al ámbito económico, la tauromaquia tiene su lugar en la economía de las familias 

mexicanas que llegan a beneficiarse de ella, desde el nacimiento del toro hasta su muerte: 

"La tauromaquia en México es una industria que mueve 9 mil millones de pesos al año y da 

empleo a más de 120 mil personas, tanto de manera directa como indirecta. Desde toreros 

y ganaderos, hasta sastres, transportistas y comerciantes, la actividad genera una amplia 

derrama económica en distintos sectores".8 

 

Según la Asociación Nacional de Criadores de Toros de Lidia,9 en México hay 243 

ganaderías repartidas en 20 estados de la República. En la lista destaca Tlaxcala, quien, a 

pesar de su pequeño territorio, alberga 39; otro estado que económicamente se beneficia 

de este sector ganadero es Hidalgo. Por tal motivo "la prohibición de las corridas de toros 

en Hidalgo provocaría pérdidas económicas por 369 millones de pesos al año, luego de que 

en Hidalgo se celebran 460 festejos taurinos entre corridas, novilladas, becerradas, 

mojigangas, festivales, tientas públicas y capeas en 40 municipios del estado", afirma Sonia 

Cristina López, presidenta de Tauromaquia Mexicana Hidalgo.10 

 

 
7 Hernández, A. (2020). Escuelas taurinas de México, semilleros de grandes toreros a nivel mundial. Notipress. 

https://notipress.mx/tiempo-libre/escuelas-taurinas-mexico-semillero-grandes-toreros-a-nivel-mundial-2692 
8 La economía detrás de las corridas de toros. (2025). Milenio. https://www.facebook.com/MilenioDiario/posts/la-

tauromaquia-en-m%C3%A9xico-es-una-industria-que-mueve-9-mil-millones-de-pesos-al-

a/1104687648355372/ 
9 La Asociación Nacional de Criadores de Toros de Lidia representa a todos los ganaderos de reses bravas de 

nuestro país. 
10 Reyes, A., y Valera, V. (2025). Hidalgo se juega la faena: posible prohibición de corridas de toros daría 

estocada final a ganaderos. Milenio. https://www.milenio.com/estados/en-riesgo-crianza-de-toros-de-lidia-en-

hidalgo-por-reforma-antitaurina 

https://notipress.mx/tiempo-libre/escuelas-taurinas-mexico-semillero-grandes-toreros-a-nivel-mundial-2692
https://www.facebook.com/MilenioDiario/posts/la-tauromaquia-en-m%C3%A9xico-es-una-industria-que-mueve-9-mil-millones-de-pesos-al-a/1104687648355372/
https://www.facebook.com/MilenioDiario/posts/la-tauromaquia-en-m%C3%A9xico-es-una-industria-que-mueve-9-mil-millones-de-pesos-al-a/1104687648355372/
https://www.facebook.com/MilenioDiario/posts/la-tauromaquia-en-m%C3%A9xico-es-una-industria-que-mueve-9-mil-millones-de-pesos-al-a/1104687648355372/
https://www.milenio.com/estados/en-riesgo-crianza-de-toros-de-lidia-en-hidalgo-por-reforma-antitaurina
https://www.milenio.com/estados/en-riesgo-crianza-de-toros-de-lidia-en-hidalgo-por-reforma-antitaurina
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Ciudad de México también tiene un papel importante en la Tauromaquia, pues, aunque la 

metrópoli no tenga un importante número de ganaderías, si tiene una de las plazas de toros 

más importantes, considerada incluso la plaza de toros más grande del mundo: la 

Monumental Plaza de Toros México, conocida como “La México”, que cuenta con una 

capacidad de aforo de 42 mil espectadores.  

 
Animalistas vs. Taurinos 

 

Este tema ha generado mucha controversia. Por un lado, quienes defienden la Tauromaquia 

como arte y cultura; por otro lado, los que la consideran como una forma de tortura animal 

y buscan su prohibición. En líneas anteriores se ha definido el término “taurino”, por lo que, 

de la misma forma, resulta necesario analizar el otro lado de la mesa del debate: 

“animalistas”. Según la Real Academia Española (RAE), significa: “persona que defiende 

los derechos de los animales, y que tiene como principal objetivo la representación de 

estos”. 

 

Por su naturaleza, la práctica de eventos taurinos resulta abominable para el sector que 

está en lucha y a favor de los derechos de los animales. La rivalidad entre ambos grupos 

ha prevalecido durante años. Con el pasar del tiempo, una parte importante de la población 

ha tenido una evolución respecto a la conciencia del bienestar animal; se ha desarrollado 

una sociedad más compasiva y empática sobre los seres que no tienen voz para defenderse 

del mayor depredador en el mundo: el ser humano. Debido a esto, han nacido distintas 

organizaciones que buscan proteger el bienestar de los animales, y por supuesto, acabar 

con cualquier actividad que utilice el dolor de los animales como forma de entretenimiento.  

 

Para comprender mejor la visión de las personas que están en esta lucha debemos tener 

en claro el concepto del “bienestar animal”. Para algunas organizaciones se define como el 

derecho que tienen los animales a vivir libres de violencia. La Organización Mundial de 

Sanidad Animal (OMSA)11 señala que del bienestar animal se deben desprender cinco 

libertades: libre de hambre, de sed y de desnutrición; libre de temor y angustia; libre de 

molestias físicas y térmicas; libre de dolor, de lesión y de enfermedad; y libre de manifestar 

 
11 Organización intergubernamental fundada en 1924 que se dedica a la salud y el bienestar animal a nivel 

global. 
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un comportamiento natural. Esto en consideración de todos los animales que están bajo el 

control y cuidado del hombre. 

 
Marco jurídico 

 

De conformidad con el artículo 4o., párrafo décimo cuarto, de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, en el que se reconoce que todos los mexicanos tenemos 

derecho a la cultura en cada una de sus manifestaciones, se encuentra como contraste la 

Ley General de Cultura y Derechos Culturales, la cual busca respetar y promover la 

continuidad de la cultura de nuestro país en todas sus manifestaciones y expresiones. Por 

cuanto hace al ámbito internacional, que es igual de importante que la norma constitucional, 

tenemos el artículo 27 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos, que 

establece que toda persona tiene derecho a participar libremente en la vida cultural y gozar 

de todas las artes. 

 

Ahora, por cuanto hace a la protección animal, en México contamos con un amplio marco 

jurídico que contempla el bienestar animal. A partir de la propia Constitución federal, 

encontramos que este tema tiene relación con los artículos 3o., párrafo décimo segundo, 

4o., párrafo séptimo, así como el artículo 73, fracción XXIX-G. Asimismo, contamos con la 

Ley Federal de Sanidad Animal, en la cual diversos artículos establecen la obligación de 

procurar el bienestar de los animales; la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección 

al Ambiente, específicamente en su artículo 79, fracción VIII, que fomenta el trato digno y 

respetuoso hacia las especies animales, con el propósito de evitar la crueldad en su contra; 

y la Ley General de Vida Silvestre que, en su artículo 3o., fracción XXVI, que define al 

maltrato animal como "[t]odo hecho, acto u omisión del ser humano que pueda ocasionar 

dolor, deterioro físico o sufrimiento, que afecte el bienestar, ponga en peligro la vida del 

animal o afecte gravemente su salud o integridad física, así como la exposición a 

condiciones de sobreexplotación de su capacidad física con cualquier fin". 

 

En Ciudad de México, capital del país, existe la Ley para la Protección y Bienestar de los 

Animales de la Ciudad de México, la cual tuvo una importante reforma el 25 de marzo de 

2025 respecto a la Tauromaquia, tema que a continuación analizaremos, por ser esta 

Ciudad pionera en el país en legislar sobre el tema que nos ocupa. 
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Ciudad de México 

 

Durante años, en Ciudad de México ha existido la disputa sobre si deberían seguir 

celebrándose eventos taurinos, o estar prohibidos en su totalidad. Dicha disputa ha estado 

compuesta de amparos que suspendían las corridas de manera provisional, promovidos 

por asociaciones en pro de los animales y donde solicitaban que no se llevarán a cabo las 

corridas de toros con violencia. Los aficionados también promovieron amparos para permitir 

que las corridas de toros se sigan celebrando de manera tradicional. Así se manejó durante 

un tiempo, entre prohibiciones y suspensiones, hasta que, el 25 de marzo de 2025 se 

publicó en la Gaceta Oficial de la Ciudad de México el Decreto que reforma algunos 

artículos de la Ley para la Protección y Bienestar de los Animales de la Ciudad de México, 

se crea el concepto de “espectáculo taurino sin violencia”. La reforma al artículo 25 

estableció la prohibición total de lo que anteriormente se conocía y se permitía en los 

espectáculos taurinos tradicionales. 

 
¿En qué consisten las corridas sin violencia después de esa reforma? 

 

Como su nombre lo establece, durante todo el evento el toro no debe sufrir ningún tipo de 

violencia; esto es, se debe asegurar la integridad física del animal antes, durante y después 

del espectáculo; lo que quiere decir que el animal debe regresar sano y salvo a su ganadería 

una vez concluida su participación. La duración de cada corrida será sólo de 15 minutos en 

el ruedo y, por supuesto, queda totalmente prohibido el uso de objetos punzocortantes, al 

permitir solamente el uso del capote durante los primero dos tercios y la muleta en el tercio 

final. 

 
Conclusiones 

 

Para llegar a esta reforma se tuvieron que considerar dos aspectos muy importantes: una 

tradición de siglos de historia con importante aporte económico, y la evolución como 

sociedad en favor de los derechos de los animales. Si bien es cierto que las tradiciones y 

cultura le dan identidad a un territorio, también es cierto que como sociedad no debemos 

quedarnos estancados en pleno auge de derechos y reformas históricas. Fue por ello por 

lo que era necesario llegar a un punto medio entre estos dos contingentes; aunque esta 

reforma no fue muy bien recibida por parte de la afición taurina, pues argumentan que estas 
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restricciones hacen que las corridas de toros pierdan el sentido original. Las opiniones 

encontradas son muchas. Por ejemplo, el argumento más socorrido que utilizan los taurinos 

es que el boxeo “como deporte” es violento y no está prohibido; sólo que, en opinión de los 

autores, lo que están dejando de ver los taurinos es que los boxeadores se preparan por 

años para competir en condiciones equitativas y aceptan libremente los riesgos que corren, 

mientras que los toros de lidia no son capaces de expresar si están de acuerdo o no con 

salir a ser acuchillado por un hombre vestido de manera muy particular. 

 

Una opinión más que está a favor de las fiestas taurinas es de un catedrático de Producción 

Animal de la Universidad de Navarra, Antonio Lorca. En una nota periodística,12 subraya 

una proposición del catedrático Antonio Purroy, en la que asegura que "[s]i algo tiene claro 

el movimiento animalista es su lucha contra la tauromaquia. Tiene que haber una razón muy 

poderosa para que una corriente mundial de pensamiento —que se viene demostrando que 

es una corriente innecesaria— ataque tan virulentamente al mundo de los toros, que tiene 

una importancia social y económica pequeña en el contexto internacional".13 

 

Es evidente que ambas partes en disputa tienen un peso importante y argumentos muy 

válidos para defender sus ideales. En estos casos, es viable optar por soluciones que tomen 

en cuenta a ambas partes en algo tan importante y sensible, como lo es el tema en cuestión; 

debemos encontrar una armonía entre los derechos culturales y los del bienestar animal. 

No debemos dejar en el olvido lo que nos dio una identidad; pero tampoco debemos seguir 

viendo, ni pensando, ni actuando como en el siglo XVI y tratar como inferiores a otras formas 

de vida. Como sociedad debemos aspirar hacia un equilibrio entre nuestras tradiciones y la 

evolución moral. Es por ello por lo que la reforma que hizo Ciudad de México debe 

considerarse como un punto de partida para que el resto de la República mexicana cambie 

un poco su percepción y aprenda a vivir en armonía con otras formas de vida. 

 

Se trata de que, con el tiempo, y como humanidad, transitemos a un mundo con mejores y 

mayores derechos, donde se incluyan a seres sintientes; los animales. Los derechos 

 
12 Colaborador taurino de El País desde 1992. Nació en Sevilla y estudió Ciencias de la Información en Madrid. 
13 Lorca, A. (2021). El animalismo (“una nueva religión”) y la tauromaquia, una pareja malavenida. El País. 

https://elpais.com/cultura/2021-12-24/el-animalismo-una-nueva-religion-y-la-tauromaquia-una-pareja-

malavenida.html 

https://elpais.com/cultura/2021-12-24/el-animalismo-una-nueva-religion-y-la-tauromaquia-una-pareja-malavenida.html
https://elpais.com/cultura/2021-12-24/el-animalismo-una-nueva-religion-y-la-tauromaquia-una-pareja-malavenida.html


Vol. 16, núm. 90, noviembre-diciembre de 2025 

humanos tienen que evolucionar, y no estar limitados sólo para los “humanos”, sino más 

bien se tiene que buscar en ellos la progresividad vertical y horizontal. 
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La dimensión emocional del derecho a la seguridad 
Eduardo Osiel Martell Hernández 
2025-11-10 

 

¿Qué puede aportar el giro afectivo al derecho a la seguridad?, para responder a esta 

pregunta es necesario iniciar con una anterior: ¿qué puede aportar el giro afectivo al 

derecho? El giro afectivo es un enfoque existente desde las últimas décadas del siglo 

pasado en la investigación científica y humanista, que pretende explicar y comprender los 

fenómenos humanos a partir de la centralidad que las emociones juegan en la vida, “el uso 

del término refiere al cuerpo de un trabajo que comúnmente se establece en contra de la 

orientación discursiva del construccionismo social” (Lara y Domínguez, 2013, p. 104). 

 

El derecho es una disciplina que pretende regular los comportamientos humanos, a fin de 

intentar construir una convivencia armoniosa entre estos; esto implica dos componentes 

que están presentes en cualquier ley (y en general en cualquier enunciación normativa), 

una experiencia legal y emocional, así como la evaluación que se hace de ésta (Stanek, 

2023; Kobelinsky, 2013). De esta manera, desde el punto de vista de la experiencia del 

sujeto de derecho, se puede asumir que las leyes encuentran su realidad en lo que Stanek 

(2023) denomina experiencia legal de las emociones, esta "surge como resultado de una 

conexión (asociación) de una representación de un cierto comportamiento con una emoción 

legal; de allí se genera un incentivo, una motivación para nuestro comportamiento, dentro 

del cual, las experiencias legales desempeñan un papel significativo" (Stanek, 2023, p. 99). 

 

Es decir, desde el punto de vista del sujeto que evalúa sus comportamientos para 

representar qué es y qué no es correcto, los motivos asociados a sus experiencias, es decir, 

la intensidad y valoración emocional de cada una de estas, le darán un sustento corporal y 

emocional para decidir adecuarse o no adecuarse, proponer o cuestionar, acatar o 

desobedecer ciertas leyes. 

 

La construcción y seguimiento de leyes, vista desde sus emociones, tiene realidad en la 

traducción de que las personas hacen de estas al momento de tener experiencias legales. 

Estas personas tienen, además, una conciencia de esas leyes (y de sus experiencias 

corporales asociadas a estas), lo que les permiten ser reflexivos sobre las mismas, “de tal 

manera que estas disposiciones, condiciones y capacidades se encuentran en unas 



Vol. 16, núm. 90, noviembre-diciembre de 2025 

situaciones de plasticidad, dinamismo y flexibilidad, lo que permite la existencia de 

diferentes sistemas normativos y morales” (Carvajal, 2015, p. 5). Lo anterior permite darse 

cuenta si esas emociones se parecen o son distintas a las de otros humanos con los que 

convive, al aparecer entonces la presentación común de una legalidad consensuada por un 

grupo de personas que sienten algo más o menos similar como ideal, así como la existencia 

de distintos grupos que sienten cosas no tan comunes, y a veces contradictorias. 

 

Entonces, tras reconocer la relación general del derecho con las emociones, ¿cómo se 

relacionan estas con el derecho a la seguridad?, esta es una emoción que se entiende 

como “la confianza y la tranquilidad resultante de la ausencia de peligros o amenazas para 

el individuo” (Mateo y Ferrer, 2000, p. 216), la cual generalmente se conoce desde la 

percepción, un conocimiento que tiene una dimensión no consciente (vinculado a la 

amenaza presente), y uno consciente (asociado al peligro futuro), “compuesta por la 

información, la experiencia y la interpretación que de las amenazas de violencia construye 

cada individuo” (Mateo y Ferrer, 2000, p. 216). 

 

El derecho a la seguridad se entiende generalmente desde dos perspectivas: como 

seguridad personal (experiencia legal individual), y como seguridad colectiva, sea nacional, 

estatal, comunitaria, etcétera (representación del ideal de un grupo de personas que la 

experimentan). En el primer caso "bajo las formas de seguridad personal, seguridad social, 

seguridad en el trabajo, seguridad moral y material del niño, seguridad de los menores. En 

el segundo caso, bajo las formas de seguridad nacional, seguridad pública, seguridad en el 

lugar de detención" (Cid Ferreira, 2007, p. 501). 

 

En la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos ocurre algo similar. Las 

menciones de la palabra “seguridad”, antes del artículo 29, generalmente se asocian a 

seguridad personal, y las posteriores a seguridad colectiva. El problema radica en que la 

seguridad es un derecho que siempre se experimenta desde una percepción corporal 

material inmediata (en tanto es una emoción); incluso si también adquiere un ideal 

normativo representado como en la seguridad colectiva, pues las amenazas y los peligros 

no son sentidos como ideales abstractos, sino que siempre están asociados a una 

intensidad y una valoración a evitar por nuestro cuerpo. 
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Esto hace que su representación siempre esté vinculada al entorno y a uno mismo de 

manera inseparable, pues implica una relación afectiva entre mi propio cuerpo y el espacio 

que habito; esto le da a la seguridad, como experiencia legal, su característica esencial 

como cimiente en la construcción de otros derechos, pues para poder hacer cualquier otra 

cosa, primero cabe que te sientas seguro contigo y con los otros, tanto en el presente como 

en la proyección de futuro. 

 

No por nada aparece entre los primeros derechos definidos de acuerdo con el artículo 3o. 

de la Declaración Universal de los Derechos Humanos de la Organización de las Naciones 

Unidas, después de asegurar la condición igualitaria para todos los individuos desde su 

nacimiento y ser sujetos de derecho, se establece que “todo individuo tiene derecho a la 

vida, a la libertad y a la seguridad de su persona”. 

 

La seguridad es, entonces, una experiencia legal que es clave para la existencia del sujeto 

de derechos, tanto para el individuo como para el colectivo, pues no sólo implica la 

supervivencia desde la ausencia de amenazas y peligros individuales, sino también la 

supervivencia de las instituciones que son producto y representación de lo que sienten esas 

personas, fuente de eso que les emociona, en tanto pronunciaciones de un grupo de 

individuos que representan sentir algo similar. 

 

Y es que la seguridad es una emoción que al mismo tiempo nos recuerda la dimensión 

biológica prediscursiva de conocimiento de lo emocional, pues implica reconocer que 

existen amenazas de las que no somos conscientes, la dimensión cultural representacional 

de las experiencias legales, sabemos los peligros que nos pueden ocurrir en un contexto 

determinado, y las construcciones ideales de derecho en las maneras comunes en las que 

nos sentimos seguros en el marco de símbolos como la nación o la comunidad, es por ello 

que el derecho a la seguridad es central para experimentar el resto de los derechos. 
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Ejecuciones extrajudiciales 
Kai Ambos1 
2025-11-10 

 

En las últimas semanas, las fuerzas armadas de los Estados Unidos de América (EE. UU.) 

han atacado en el Caribe varias embarcaciones supuestamente utilizadas para el 

narcotráfico. Como consecuencia, se ha producido hasta el momento la muerte de más de 

ochenta personas. Estados como Francia reprochan a este país estar violando con dichas 

operaciones el derecho internacional. Tras un prolongado silencio, EE. UU. ahora intenta 

justificar su actuación, esgrimiendo argumentos como la legítima defensa, la existencia de 

un conflicto armado y la lucha contra el terrorismo. Sin embargo, ninguno de ellos resulta 

convincente. 

 
Estados Unidos no está amparado por el derecho a la legítima defensa 

 

En primer lugar, no se puede considerar que el uso de la fuerza militar por parte de EE. UU. 

esté amparado por el derecho de legítima defensa, pues no existe un ataque armado contra 

este país en el sentido del artículo 51 de la Carta de las Naciones Unidas. Si bien un ataque 

de esa naturaleza también puede ser perpetrado por un actor no estatal, esto exige un cierto 

nivel de gravedad en cuanto al uso de la fuerza como, por ejemplo, en el ataque de Al 

Qaeda el 11 de septiembre de 2001, o el de Hamás contra Israel el 7 de octubre de 2023. 

Sin embargo, ese nivel de gravedad no se alcanza en este caso, porque no se ejerce fuerza 

(militar) alguna contra EE. UU.; ni (directamente) por parte de Venezuela ni por parte de las 

(supuestas) bandas de narcotraficantes. De hecho, el único interés de éstas es suministrar 

sus drogas a un determinado mercado de consumidores, pero no atacar este mercado 

militarmente. 

 

El argumento estadounidense de que el envío de drogas al país constituiría un ataque 

contra la seguridad nacional y los ciudadanos estadounidenses no tiene precedentes en el 

derecho internacional. Esto no es sorprendente, ya que introducir drogas de manera ilegal 

 
1 Kai Ambos. Catedrático de Derecho Penal, Derecho Procesal Penal, Derecho Comparado, Derecho Penal 

Internacional y Derecho Internacional Público en la Universidad de Göttingen y juez del Tribunal Especial para 

Kosovo, La Haya. Traducción de Gustavo Urquizo, LL.M. desde el original en alemán (“Außergerichtliche 

Hinrichtungen”) publicado en el diario alemán Frankfurter Allgemeine Zeitung, 17.11.2025. 

https://www.faz.net/einspruch/exklusiv/sind-die-us-amerikanischen-angriffe-in-der-karibik-voelkerrechtswidrig-accg-110784356.html
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en un país (si es que se diera en el presente caso) no alcanza en absoluto la necesaria 

gravedad de un ataque armado en el sentido del ya mencionado artículo 51 de la Carta. 

También faltaría un nexo de imputación, porque no puede vincularse riesgos para la salud 

o la vida de ciudadanos estadounidenses con estas concretas entregas de drogas, ni 

siquiera en el sentido de una relación condicional mínimamente causal (conditio sine qua 

non).  

 

Además, no se sabe realmente si las embarcaciones atacadas transportan drogas y, en 

caso afirmativo, si estas se encuentran destinadas a los EE. UU. En todo caso, en contra 

de ello habla la estructura de la producción de coca y el tráfico de cocaína, con Bolivia, Perú 

y Colombia como principales países productores, desde los cuales la cocaína es 

transportada a los EE. UU. principalmente, si no exclusivamente, a través de Ecuador y 

México; de modo que Venezuela opera, en todo caso, como país de tránsito secundario, 

sobre todo para Europa (UN Office on Drugs and Crime, 2025, p. 14 y ss.). 

 
No existe un ataque contra EE. UU., sino de parte de EE. UU. 

 

En resumen, se constata objetivamente que, en el presente caso, no existe un ataque 

armado contra, sino, a lo sumo —y por el contrario— de parte de los EE. UU. contra 

ciudadanos venezolanos y posiblemente de otros Estados, lo que, como mínimo, activa el 

deber de protección diplomática que tienen estos Estados con respecto a sus ciudadanos. 

Además, las declaraciones del presidente Trump dirigidas a Venezuela, junto con la 

demostración de poderío militar frente a sus costas, pueden considerarse como una 

amenaza de uso de la fuerza, prohibida por el artículo 2o., apartado 4, de la Carta de las 

Naciones Unidas. 

 

Dicha amenaza es ilegal cuando el uso de la fuerza objeto de la amenaza resulta ilegal en 

sí mismo. Este es el caso aquí. Pues, por un lado, como ya se ha dicho, EE. UU. no tiene 

derecho a utilizar la fuerza militar para impedir los envíos de drogas; por otro lado, tampoco 

pueden provocar un cambio de régimen violento para restablecer la democracia en 

Venezuela, por mucho que uno desee la caída del régimen criminal de Maduro y que la 

oposición venezolana esté pidiendo una intervención directa de EE. UU.  
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Un paralelismo con el 11 de septiembre de 2001 (es decir, la tolerancia del entonces 

Gobierno talibán afgano respecto de los preparativos de los atentados terroristas 

perpetrados por Al Qaeda, que otorgó a EE. UU. el derecho de atacar Afganistán [el 

denominado test “unwilling/unable”]), tampoco resulta pertinente; incluso si existiera una 

conexión entre el régimen de Maduro y bandas de narcotraficantes, como se afirma, por 

ejemplo, en las acusaciones de la justicia estadounidense presentadas el 26 de marzo de  

2020, éstas no son atacantes terroristas contra los EE.UU, como lo era entonces Al Qaeda, 

por lo que un ataque (preventivo) contra Venezuela por su posible apoyo o tolerancia a 

estas bandas no estaría justificado. 

 
Tampoco existe un conflicto armado 

 

Los ataques a las embarcaciones y las muertes de sus ocupantes tampoco pueden 

justificarse con el derecho de los conflictos armados (derecho internacional humanitario o 

ius in bello). Porque no existe ningún conflicto armado entre EE. UU. y Venezuela o entre 

EE. UU. y las supuestas bandas de narcotraficantes. Hasta ahora, la existencia de un 

conflicto armado (no internacional) entre bandas de narcotraficantes (como actores no 

estatales) y un Estado se ha discutido, a lo sumo, en el marco de los conflictos internos; por 

ejemplo, en el de las “guerras contra las drogas” en Colombia y México. 

 

Pero, incluso en ese contexto, la existencia de un tal conflicto ha sido a menudo negada, 

debido a que dichas bandas carecen de la condición de grupo armado en el sentido del 

derecho internacional humanitario. En todo caso, resulta completamente descabellado 

suponer la existencia de un conflicto de esa naturaleza en el contexto de la relación entre 

las (supuestas) bandas de narcotraficantes y los EE. UU. Vale aquí lo ya señalado 

anteriormente: estas bandas ni atacan a EE. UU. ni tienen interés en entrar en un conflicto 

armado con la mayor potencia militar del mundo, que además se encuentra en su vecindad 

inmediata. Tampoco Venezuela se encuentra en un conflicto armado (internacional) con los 

estadounidenses. Incluso, si pudiera imputarse a Venezuela la actuación de las (supuestas) 

bandas de narcotraficantes —para lo cual, hasta donde se puede ver, el Gobierno 

estadounidense no ha aportado pruebas—, esto no convertiría sus actividades en un acto 

militar relevante en el sentido del derecho de los conflictos armados.  
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En consecuencia, nos encontramos ante un clásico caso de aplicación extraterritorial de la 

ley en tiempos de paz, que el gobierno estadounidense presenta retóricamente como acto 

bélico para poder emplear la fuerza militar de una forma que no está permitida en tiempos 

de paz. En una situación de paz sólo se permiten medidas policiales y penales, como la 

interceptación de las embarcaciones y la captura de sus ocupantes, seguida de su 

enjuiciamiento conforme a las exigencias propias del Estado de derecho, dado el caso en 

EE. UU., siempre que sus tribunales penales sean competentes. 

 
La lucha contra el terrorismo no permite asesinatos 

 

La provocación de las muertes viola más bien la protección del derecho humano a la vida, 

reconocida tanto en los tratados como en el derecho internacional consuetudinario. Esta 

conoce únicamente dos excepciones, a saber, la ejecución de una pena de muerte tras un 

proceso seguido conforme al Estado de derecho y matar en legítima defensa. Cualquier 

otra perpetración de la muerte es arbitraria en el sentido del artículo 6o., apartado 1, del 

Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos de las Naciones Unidas de 1966. Si esto 

se lleva a cabo sistemáticamente, puede incluso representar un crimen contra la 

humanidad. Un ejemplo de ello es el caso del expresidente filipino Rodrigo Duterte, quien 

se encuentra bajo custodia de la Corte Penal Internacional, que le imputa, entre otros 

cargos, la comisión sistemática de asesinatos como crímenes de lesa humanidad en el 

contexto de su “guerra contra las drogas”. 

 

La prohibición de matar del ámbito de los derechos humanos vale también en el contexto 

de la lucha contra el terrorismo, siempre que esta se lleve a cabo en tiempo de paz. La 

designación de personas o grupos como “terroristas” (o, incluso, “narcoterroristas”) no los 

coloca fuera del derecho, incluso si se trata realmente de terroristas. Un Estado de derecho 

no mata a los terroristas, más bien los somete a un proceso penal propio de un Estado de 

derecho. Sólo se puede matar a “terroristas” en el marco de un conflicto armado, si estos 

son, al mismo tiempo, combatientes de facto, es decir, si participan directamente en las 

hostilidades. 

 

La prohibición de matar del ámbito de los derechos humanos también es vinculante para 

los Estados en su actuación extraterritorial. Aunque el Gobierno de EE. UU. niega la 

extraterritorialidad de las obligaciones en materia de derechos humanos, aquella debe 
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reconocerse en todo caso respecto a derechos tan fundamentales, como el derecho a la 

vida, y cuando el Estado ejerce el correspondiente control. Así, en su reciente dictamen del 

22 de octubre de 2025 sobre las obligaciones de Israel en relación con las actividades de 

las organizaciones internacionales en el territorio palestino ocupado, la Corte Internacional 

de Justicia confirmó que las obligaciones de un Estado en materia de derechos humanos, 

basadas en tratados internacionales o en el derecho internacional consuetudinario, siguen 

valiendo fuera de su territorio (párr. 150). 

 

El Comité de Derechos Humanos de las Naciones Unidas ha establecido, en su observación 

general sobre el artículo 6o. del Pacto Civil, que la obligación de protección se extiende 

también a “quienes se encuentren fuera de cualquier territorio efectivamente controlado por 

el Estado cuyo derecho a la vida, sin embargo, se ve afectado por sus fuerzas armadas o 

por otras actividades de manera directa y razonablemente previsible (párr. 63)”. Por su 

parte, el Tribunal Europeo de Derechos Humanos (Gran Sala) reconoció, entre otros, en el 

Caso Banković, el 12 de diciembre de 2001, que su competencia se extiende 

excepcionalmente a la actuación extraterritorial de un Estado parte, cuando éste ejerce un 

control efectivo en el lugar correspondiente. 

 

En conclusión, debe afirmarse, entonces, que los ataques estadounidenses no pueden 

justificarse desde ningún punto de vista jurídico. Ellos constituyen más bien ejecuciones 

extralegales y extrajudiciales en tiempos de paz, llevadas a cabo en el marco de una 

aplicación extraterritorial de la ley. Las amenazas contra Venezuela que los acompañan 

violan la prohibición del uso de la fuerza establecida en la Carta de las Naciones Unidas. 

Rara vez una política estadounidense ha sido condenada de forma tan clara y unánime, 

incluso —y precisamente— por internacionalistas estadounidenses. 
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Nuestros derechos, aporte a la cultura jurídica del país 
Raúl Márquez Romero 
2025-11-10 

 

Entre los proyectos colectivos publicados por el Instituto de Investigaciones Jurídicas (IIJ) 

destaca el titulado Nuestros derechos, una serie de más de treinta títulos. La idea y 

concepto de la colección fue de Diego Valadés cuando era director del IIJ. El proyecto inició 

en 1999 en el contexto de la huelga que tuvo lugar en la UNAM. El encargo de coordinarla 

correspondió a nuestra siempre recordada Marcia Muñoz de Alba Medrano. Es interesante 

anotar que las reuniones para darle avance a este trabajo se efectuaron en el destierro de 

nuestras instalaciones. 

 

El objetivo principal del proyecto era contribuir a la cultura jurídica de nuestro país. La idea 

era abordar, como siempre, diversas materias del derecho; pero esta vez con la finalidad 

de conseguir obras de divulgación, de poca extensión (en promedio, setenta páginas), con 

lenguaje sencillo (no técnico), sin notas a pie de página, con la intención de llegar a los 

estudiantes y al público en general. “Se trata de un esfuerzo pionero de difusión del derecho, 

que abre una nueva vertiente a la labor de los juristas mexicanos. Además de las obras de 

carácter científico, es necesaria la elaboración de obras de difusión del derecho que 

contribuyan a consolidar el respeto por la ley y, por lo mismo, a mejorar los niveles de 

convivencia entre los mexicanos”.1 

 

Si usted, lector, tiene curiosidad y abre la liga de la colección Nuestros derechos en la 

Biblioteca Jurídica Virtual del IIJ, tendrá acceso a esta colección en sus diferentes 

ediciones. Si accede a cualquiera de los fascículos podrá corroborar lo que señalamos 

arriba, que los textos están elaborados en lenguaje sencillo y asequible; que la lectura es 

fácil y fluida, que contiene diversas ilustraciones que ejemplifican distintas acciones 

cotidianas en las que las personas participan en actos jurídicos; que se utilizaron recuadros 

con textos resaltados para destacar las principales ideas y definiciones en los diferentes 

 
1 Valadés, Diego, “Amable lector”, en Muñoz de Alba Medrano, Marcia y Cano Valle, Fernando, Derechos de las 

personas con síndrome de inmunodeficiencia adquirida SIDA-VIH, México, UNAM, Instituto de Investigaciones 

Jurídicas-LVIII Legislatura de la Cámara de Diputados-Instituto Politécnico Nacional, 2000, colección Nuestros 

derechos, p. XX. 

https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv/resultados?ti=nuestros+derechos&radio-libro-coleccion=on&radio-titulo-autor=on#cargando
https://www.juridicas.unam.mx/investigador/perfil/valades
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv/resultados?ti=nuestros+derechos&radio-libro-coleccion=on&radio-titulo-autor=on#cargando
https://archivos.juridicas.unam.mx/www/bjv/libros/11/5438/3.pdf
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv/detalle-libro/5438-derechos-de-las-personas-con-sindrome-de-inmunodeficiencia-adquirida-sida-vih-coleccion-nuestros-derechos-edicion-unam-ipn
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv/detalle-libro/5438-derechos-de-las-personas-con-sindrome-de-inmunodeficiencia-adquirida-sida-vih-coleccion-nuestros-derechos-edicion-unam-ipn
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textos. Al leer cada título nos percatamos que se cumple el propósito de proporcionar los 

conceptos de manera que la lectura no es compleja o difícil. 

 

Baste citar el texto que abre la colección titulada ¿Qué es el derecho? Iniciación a una 

concepción lingüística, en el que Enrique Cáceresnos recuerda que gran parte de los actos 

que efectuamos cada día están regulados por el derecho. “Todo cuanto está en mi 

habitación es el producto de múltiples contratos de compraventa celebrados en términos 

del Código Civil [...]”.2 

 

Como ya se mencionó, uno de los aspectos destacados de esta colección es que incluye 

ilustraciones. Para ello se invitó a los maestros Eduardo Antonio Chávez Silva, entonces 

director de la Escuela Nacional de Artes Plásticas de la UNAM, y a Alejandro López-Araiza 

Larroa, integrante de esa Escuela también, quienes representaron en imágenes diversas 

situaciones de la vida cotidiana de los ciudadanos, con el fin de ilustrar los derechos que 

poseen. 

 

Para la primera edición, que constó de treinta títulos, se contó con el apoyo de la LVIII 

Legislatura de la Cámara de Diputados, lo cual permitió que se lograran treinta fascículos 

en los que se abordaban diversos derechos del ciudadano. El apoyo de esta entidad se dio 

en dos fases. En la primera, para la elaboración de los textos; en la segunda, para la 

publicación de éstos. Como anécdota, puedo contarles que, por cuestiones de cierre de 

Legislatura, la Cámara podía ofrecer el apoyo para publicar los libros siempre y cuando los 

mil ejemplares de cada título de la colección, es decir, treinta mil libros, estuvieran 

totalmente entregados en dos meses. Con la organización y el apoyo del increíble equipo 

de Publicaciones se logró la meta y el proyecto colectivo vio la luz durante las vacaciones 

de la UNAM, el 14 de julio de 2000. 

 

Los treinta títulos originales son los siguientes (cada uno tiene el vínculo para ir a la obra): 

Derechos de las mujeres trabajadoras; Derechos de las personas con síndrome de 

inmunodeficiencia adquirida SIDA-VIH; Derechos de los campesinos; Derechos de los 

contribuyentes; Derechos de los creyentes; Derechos de los detenidos y sujetos a proceso; 

 
2 Cáceres Nieto, Enrique, ¿Qué es el derecho? Iniciación a una concepción lingüística, México, Universidad 

Nacional Autónoma de México; LVIII Legislatura de la Cámara de Diputados, 2000, p. 13. 

https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv/detalle-libro/6719-que-es-el-derecho-iniciacion-a-una-concepcion-lingueistica-coleccion-nuestros-derechos-edicion-unam-ipn
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv/detalle-libro/6719-que-es-el-derecho-iniciacion-a-una-concepcion-lingueistica-coleccion-nuestros-derechos-edicion-unam-ipn
https://www.juridicas.unam.mx/directorio/resultados?q=c%C3%A1ceres
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv/detalle-libro/68-derechos-de-las-mujeres-trabajadoras
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv/detalle-libro/74-derechos-de-las-personas-con-sindrome-de-inmunodeficiencia-adquirida-sida-vih
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv/detalle-libro/74-derechos-de-las-personas-con-sindrome-de-inmunodeficiencia-adquirida-sida-vih
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv/detalle-libro/55-derechos-de-los-campesinos
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv/detalle-libro/57-derechos-de-los-contribuyentes
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv/detalle-libro/57-derechos-de-los-contribuyentes
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv/detalle-libro/58-derechos-de-los-creyentes
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv/detalle-libro/59-derechos-de-los-detenidos-y-sujetos-a-proceso
https://www.juridicas.unam.mx/directorio/resultados?q=c%C3%A1ceres
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv/detalle-libro/6719-que-es-el-derecho-iniciacion-a-una-concepcion-lingueistica-coleccion-nuestros-derechos-edicion-unam-ipn
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Derechos de los extranjeros; Derechos de los homosexuales; Derechos de los inmigrantes; 

Derechos de los internos del sistema penitenciario mexicano; Derechos de los menores 

trabajadores; Derechos de los niños; Derechos de los padres y de los hijos; Derechos de 

los patrones; Derechos de los trabajadores domésticos; Derechos de los usuarios de la 

banca; Derechos de los usuarios de los servicios de salud; Derechos del arrendador; 

Derechos del arrendatario; Derechos del consumidor; Derechos del enfermo mental; 

Derechos del hombre y de la mujer divorciados; Derechos del pensionado y del jubilado; 

Derechos del personal de la salud; Derechos del propietario; Derechos del trabajador 

asalariado; Derechos del trabajador de confianza; Derechos en relación con el medio 

ambiente; Lenguaje y derecho. Las normas jurídicas como sistema de enunciados; ¿Qué 

es el derecho? Iniciación a una concepción lingüística. 

 

La obra tuvo éxito y se distribuyó de forma eficaz y rápida, por lo cual se tuvo la necesidad 

de tener una reimpresión. Ello se logró con el apoyo del Instituto Politécnico Nacional (IPN), 

institución académica que, al ver la importancia y el alcance del proyecto, se sumó de 

manera entusiasta. Así, la primera reimpresión con el sello del IPN, del IIJ y de la Cámara 

de Diputados, apareció en noviembre de 2000, tan solo cuatro meses después de la primera 

edición. Se reimprimieron los treinta títulos, consultables en este vínculo[AM1]. 

 

Más adelante, al haberse agotado la obra nuevamente, el IIJ gestionó una nueva impresión, 

que se llevó a cabo con la Dirección General de Publicaciones y Fomento Editorial de la 

UNAM. Con esa entidad se acordó cambiar las pastas de los textos, por lo cual quedó 

registrada como segunda edición, pero los textos y formación tipográfica siguieron siendo 

los mismos. Apareció en marzo de 2001. Podemos observar que para ese marzo de 2001 

ya se habían publicado noventa mil ejemplares y que en tan solo ocho meses se habían 

distribuido sesenta mil ejemplares de la colección. En esta edición también se reprodujeron 

los treinta títulos. En la BJV se pueden consultar veintitrés de los títulos de esa edición. 

 

Dos títulos se editaron separados de las colecciones porque fueron producto de 

colaboración con entidades que tenían interés particular sobre el tema desarrollado en el 

fascículo: Derechos de los servidores públicos, publicado en colaboración con el Instituto 

Nacional de Administración Pública, en 2002 y Derechos de las víctimas y de los ofendidos 

por el delito, editado en colaboración con la Comisión de Derechos Humanos del Distrito 

Federal, en 2003. 

https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv/detalle-libro/61-derechos-de-los-extranjeros
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv/detalle-libro/63-derechos-de-los-homosexuales
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv/detalle-libro/64-derechos-de-los-inmigrantes
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv/detalle-libro/65-derechos-de-los-internos-del-sistema-penitenciario-mexicano
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv/detalle-libro/67-derechos-de-los-menores-trabajadores
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv/detalle-libro/67-derechos-de-los-menores-trabajadores
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv/detalle-libro/69-derechos-de-los-ninos
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv/detalle-libro/70-derechos-de-los-padres-y-de-los-hijos
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv/detalle-libro/71-derechos-de-los-patrones
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv/detalle-libro/71-derechos-de-los-patrones
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv/detalle-libro/78-derechos-de-los-trabajadores-domesticos
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv/detalle-libro/79-derechos-de-los-usuarios-de-la-banca
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv/detalle-libro/79-derechos-de-los-usuarios-de-la-banca
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv/detalle-libro/80-derechos-de-los-usuarios-de-los-servicios-de-salud
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv/detalle-libro/53-derechos-del-arrendador
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv/detalle-libro/54-derechos-del-arrendatario
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv/detalle-libro/56-derechos-del-consumidor
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv/detalle-libro/60-derechos-del-enfermo-mental
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv/detalle-libro/62-derechos-del-hombre-y-de-la-mujer-divorciados
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv/detalle-libro/72-derechos-del-pensionado-y-del-jubilado
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv/detalle-libro/73-derechos-del-personal-de-la-salud
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv/detalle-libro/75-derechos-del-propietario
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv/detalle-libro/76-derechos-del-trabajador-asalariado
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv/detalle-libro/76-derechos-del-trabajador-asalariado
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv/detalle-libro/77-derechos-del-trabajador-de-confianza
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv/detalle-libro/66-derechos-en-relacion-con-el-medio-ambiente
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv/detalle-libro/66-derechos-en-relacion-con-el-medio-ambiente
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv/detalle-libro/52-lenguaje-y-derecho
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv/detalle-libro/51-que-es-el-derecho
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv/detalle-libro/51-que-es-el-derecho
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv/resultados?ti=UNAM-IPN&radio-libro-coleccion=on&radio-titulo-autor=on#cargando
https://blog-revistas.juridicas.unam.mx/hechos-y-derechos/detalle_issue/542#_msocom_1
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv/resultados?ti=UNAM+-+DGPyFE
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv/detalle-libro/1443-derechos-de-los-servidores-publicos
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv/detalle-libro/1095-derechos-de-las-victimas-y-de-los-ofendidos-por-el-delito
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv/detalle-libro/1095-derechos-de-las-victimas-y-de-los-ofendidos-por-el-delito
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Posteriormente, más de una década después, nuevamente se efectuó un esfuerzo 

académico y editorial para publicar esta colección. Fue en el marco de la celebración del 

Centenario de la Constitución de México. Esta vez se contó con la colaboración y apoyo del 

Instituto Nacional de Estudios Históricos de las Revoluciones de México (INEHRM). La 

nueva edición de la colección apareció entre octubre de 2015 y noviembre de 2018 y 

curiosamente contó con treinta títulos también, la diferencia radica en que varios de ellos 

fueron temas nuevos. 

 

Algunos títulos fueron conservados en su forma original, otros adecuaron el lenguaje para 

ser inclusivos o hacer alguna precisión, y otros más fueron producto de una fusión. No 

obstante, cualquiera que fuera el tratamiento de su título, los textos requirieron actualización 

o fueron nuevos. En esta nueva edición se eliminaron las ilustraciones y se cambió 

totalmente la tipografía, así como los forros. 

 

Los títulos nuevos o diferentes son los siguientes: Derecho a la protección de datos 

personales; Derecho al libre desarrollo de la personalidad; Derechos de la diversidad 

sexual; Derechos de las familias; Derechos de las personas adultas mayores; Derechos de 

las personas desplazadas y refugiadas; Derechos de las personas en situación de calle; 

Derechos de las víctimas de trata de personas, tortura y desaparición forzada; Derechos de 

los autores, artistas e inventores; Derechos de los indígenas; Derechos de los servidores 

públicos; Derechos humanos de las mujeres: un análisis a partir de la ausencia; Derechos 

y justicia para el campo mexicano; Libertad de expresión y derechos de los periodistas. 

 

Sólo fueron cinco los fascículos que conservaron el mismo título, con textos actualizados: 

Derechos de los consumidores; Derechos de los creyentes; Derechos de los inmigrantes; 

Derechos de los usuarios de la banca; Derechos del personal de salud. 

 

En la colección original había un título por el tema de arrendador y otro por el tema 

arrendatario, que en esta edición se fusionaron para quedar Derechos de las personas 

arrendadoras y arrendatarias. Los temas abordados en Derechos de las personas con 

síndrome de inmunodeficiencia adquirida SIDA-VIH y Derechos de los usuarios de los 

servicios de salud se fusionaron en Derechos del paciente enfermo. Los títulos Derechos 

del trabajador asalariado y Derechos del trabajador de confianza se integraron en Derechos 

https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv/detalle-libro/5525-derecho-a-la-proteccion-de-datos-personales-coleccion-nuestros-derechos-unam-inehrm
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv/detalle-libro/5525-derecho-a-la-proteccion-de-datos-personales-coleccion-nuestros-derechos-unam-inehrm
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv/detalle-libro/5524-derecho-al-libre-desarrollo-de-la-personalidad-coleccion-nuestros-derechos-unam-inehrm
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv/detalle-libro/4023-derechos-de-la-diversidad-sexual
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv/detalle-libro/4023-derechos-de-la-diversidad-sexual
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv/detalle-libro/4025-derechos-de-las-familias
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv/detalle-libro/5518-derechos-de-las-personas-adultas-mayores-coleccion-nuestros-derechos-unam-inehrm
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv/detalle-libro/5519-derechos-de-las-personas-desplazadas-y-refugiadas-coleccion-nuestros-derechos-unam-inehrm
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv/detalle-libro/5519-derechos-de-las-personas-desplazadas-y-refugiadas-coleccion-nuestros-derechos-unam-inehrm
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv/detalle-libro/5526-derechos-de-las-personas-en-situacion-de-calle-coleccion-nuestros-derechos-unam-inehrm
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv/detalle-libro/5490-derechos-de-las-victimas-de-trata-de-personas-tortura-y-desaparicion-forzada-coleccion-nuestros-derechos-unam-inehrm
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv/detalle-libro/4019-derechos-de-los-autores-artistas-e-inventores
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv/detalle-libro/4019-derechos-de-los-autores-artistas-e-inventores
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv/detalle-libro/5517-derechos-de-los-indigenas-coleccion-nuestros-derechos-unam-inehrm
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv/detalle-libro/4324-derechos-de-los-servidores-publicos-coleccion-nuestros-derechos
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv/detalle-libro/4324-derechos-de-los-servidores-publicos-coleccion-nuestros-derechos
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv/detalle-libro/4328-derechos-humanos-de-las-mujeres-un-analisis-a-partir-de-la-ausencia
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv/detalle-libro/4269-derechos-y-justicia-para-el-campo-mexicano
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv/detalle-libro/4269-derechos-y-justicia-para-el-campo-mexicano
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv/detalle-libro/5532-libertad-de-expresion-y-derechos-de-los-periodistas-coleccion-nuestros-derechos-unam-inehrm
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv/detalle-libro/4021-derechos-de-los-consumidores
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv/detalle-libro/4022-derechos-de-los-creyentes
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv/detalle-libro/4026-derechos-de-los-inmigrantes
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv/detalle-libro/4020-derechos-de-los-usuarios-de-la-banca
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv/detalle-libro/4031-derechos-del-personal-de-salud
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv/detalle-libro/4597-derechos-de-las-personas-arrendadoras-y-arrendatarias-coleccion-nuestros-derechos
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv/detalle-libro/4597-derechos-de-las-personas-arrendadoras-y-arrendatarias-coleccion-nuestros-derechos
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv/detalle-libro/74-derechos-de-las-personas-con-sindrome-de-inmunodeficiencia-adquirida-sida-vih
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv/detalle-libro/74-derechos-de-las-personas-con-sindrome-de-inmunodeficiencia-adquirida-sida-vih
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv/detalle-libro/80-derechos-de-los-usuarios-de-los-servicios-de-salud
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv/detalle-libro/80-derechos-de-los-usuarios-de-los-servicios-de-salud
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv/detalle-libro/5489-derechos-del-paciente-enfermo-coleccion-nuestros-derechos-unam-inehrm
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv/detalle-libro/76-derechos-del-trabajador-asalariado
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv/detalle-libro/76-derechos-del-trabajador-asalariado
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv/detalle-libro/77-derechos-del-trabajador-de-confianza
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv/detalle-libro/4598-derechos-de-los-trabajadores-coleccion-nuestros-derechos
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de los trabajadores. Los textos introductorios de la colección, Lenguaje y derecho. Las 

normas jurídicas como sistema de enunciados y ¿Qué es el derecho? Iniciación a una 

concepción lingüística fueron compactados en uno titulado ¿¿Qué es el derecho?? 

Lenguaje y derecho. 

Los volúmenes que se modificaron para adecuar el título con lenguaje incluyente o tuvieron 

alguna precisión: Derechos del hombre y de la mujer divorciados cambió a Derechos de las 

personas divorciadas; Derechos de los internos del sistema penitenciario mexicano quedó 

como Derechos de las personas en prisión; Derechos de los extranjeros se transformó en 

Derechos de las personas extranjeras; Derechos del pensionado y del jubilado se presentó 

como Derechos de las personas pensionadas y jubiladas; Derechos del propietario cambió 

a Derechos de propiedad; Derechos en relación con el medio ambiente se presentó como 

Derechos del medio ambiente. 

 

El IIJ siempre ha trabajado y se ha esforzado por difundir la cultura jurídica no sólo entre 

profesionales, sino también entre la ciudadanía. La colección Nuestros derechos es una 

gran muestra de dicho esfuerzo; refleja el compromiso de acercar el conocimiento jurídico 

a todos los sectores de la sociedad. 

 

https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv/detalle-libro/4598-derechos-de-los-trabajadores-coleccion-nuestros-derechos
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv/detalle-libro/52-lenguaje-y-derecho
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv/detalle-libro/52-lenguaje-y-derecho
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv/detalle-libro/51-que-es-el-derecho
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv/detalle-libro/51-que-es-el-derecho
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv/detalle-libro/4325-que-es-el-derecho-lenguaje-y-derecho-coleccion-nuestros-derechos
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv/detalle-libro/4325-que-es-el-derecho-lenguaje-y-derecho-coleccion-nuestros-derechos
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv/detalle-libro/62-derechos-del-hombre-y-de-la-mujer-divorciados
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv/detalle-libro/4024-derechos-de-las-personas-divorciadas
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv/detalle-libro/4024-derechos-de-las-personas-divorciadas
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv/detalle-libro/65-derechos-de-los-internos-del-sistema-penitenciario-mexicano
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv/detalle-libro/4030-derechos-de-las-personas-en-prision
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv/detalle-libro/61-derechos-de-los-extranjeros
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv/detalle-libro/4270-derechos-de-las-personas-extranjeras
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv/detalle-libro/72-derechos-del-pensionado-y-del-jubilado
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv/detalle-libro/5486-derechos-de-las-personas-pensionados-y-jubiladas-coleccion-nuestros-derechos-unam-inehrm
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv/detalle-libro/75-derechos-del-propietario
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv/detalle-libro/4029-derechos-de-propiedad
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv/detalle-libro/66-derechos-en-relacion-con-el-medio-ambiente
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv/detalle-libro/4027-derechos-del-medio-ambiente
https://biblio.juridicas.unam.mx/bjv/resultados?ti=nuestros+derechos&radio-libro-coleccion=on&radio-titulo-autor=on#cargando
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Zagrebelsky en México. La imposibilidad del derecho dúctil en un país regresivo 
Emmanuel Alejandro Flores Arrieta 
2025-11-10 

 
La teoría del derecho dúctil de Zagrebelsky 

 

Para Zagrebelsky,1 el derecho debe concebirse como un sistema abierto de normas y 

principios en constante diálogo con la realidad social y los valores constitucionales. A 

diferencia de las teorías positivistas que reducen el derecho al texto normativo, Zagrebelsky 

propone una visión dúctil del derecho, en la que las normas jurídicas están sujetas a 

interpretación conforme a los principios constitucionales y a los valores democráticos 

predominantes en una sociedad pluralista. Según el autor, esta ductilidad no equivale a 

arbitrariedad, sino a una apertura racional y argumentativa que permite ajustar el derecho 

a las exigencias cambiantes de la dignidad humana, la libertad y la igualdad.2 De este modo, 

la Constitución funge como parámetro axiológico y normativo que guía la interpretación 

jurídica y limita el poder político. 

 

En la lógica de los estados legalistas, el poder impone y los seres humanos obedecen. De 

acuerdo con los positivistas, por ejemplo, la ley es general, impersonal y abstracta; por esta 

razón, es de cumplimiento estricto y obligatorio. Por lo que hace a la generalidad de las 

leyes en la concepción legalista, Zagrebelsky menciona: 
 

La generalidad es la esencia de la ley en el Estado de derecho. En efecto, el hecho de que 

la norma legislativa opere frente a todos los sujetos de derecho, sin distinción, está 

necesariamente conectado con algunos postulados fundamentales del Estado de derecho, 

como la moderación del poder, la separación de poderes y la igualdad ante la ley.3 

 

Por lo que hace a la abstracción de la ley, de acuerdo con los legalistas, Zagrebelsky señala: 
 

La abstracción respondía a una exigencia de la sociedad liberal tan esencial como la 

generalidad: se trataba de garantizar la estabilidad del orden jurídico y, por consiguiente, la 

certeza y previsibilidad del derecho. La abstracción, en efecto, es enemiga de las leyes 

 
1 Zagrebelsky, Gustavo, El derecho dúctil: ley, derechos, justicia, Madrid, Trotta, 1995, p. 45. 
2 Ibidem, p. 49. 
3 Ibidem, p. 29. 
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retroactivas, necesariamente “concretas”, como también es enemiga de las leyes “a término, 

es decir, destinadas a agotarse en un tiempo breve, y, en fin, es enemiga de la modificación 

demasiado frecuente de unas leyes por otras.4 

 

Bajo el llamado “imperio de la ley”, como puede leerse, la norma es impersonal, general, 

abstracta y, debemos agregar, conservadora, pues se resiste a todo cambio e 

interpretación, pues exige su irrestricto cumplimiento. Esto no es, como puede verse, tan 

distinto a lo que los Estados despóticos ofrecían a las personas: el sometimiento sin más a 

la decisión del soberano. Si el soberano era una sola persona, ahora dicho soberano, en 

los hechos no es ese conjunto de seres llamado “pueblo”, sino, en realidad, ese pequeño 

grupo de personas que forman el gobierno y quienes pueden hacer exigible el cumplimiento 

de las leyes, en todo su rigor y dureza; ello, no con el objeto desde luego de que, como 

decía la Constitución de 1857, se cumpliera el objetivo, a través de las instituciones, de que 

las personas disfruten de los derechos que la Constitución les reconoce, sino de controlar 

a las personas, de hacer, las más de las veces, un uso discrecional y caprichoso del poder. 

 

La teoría del derecho dúctil de Zagrebelsky precisamente obra en sentido contrario, pues 

es a partir de la Constitución que es donde verdaderamente reside la soberanía del pueblo, 

de sus principios y valores, que debe llevarse a cabo el ejercicio del derecho; un derecho 

que ponga en el centro de las cosas a las personas, pues son estas la razón de ser de todo 

Estado que se asuma como constitucional y de derecho. 

 
México y su deriva constitucional regresiva 

 

Contrario a este ideal, México ha experimentado en los últimos años, como ya se ha 

señalado, una preocupante regresión constitucional. Si bien la reforma constitucional de 

2011 en materia de derechos humanos representó en su momento un avance significativo 

al reconocer los derechos humanos contenidos en tratados internacionales como parte del 

bloque de constitucionalidad y de convencionalidad, las reformas posteriores han 

desdibujado esos logros.5 De poco sentido es que se pertenezcan a una convención, se 

firmen múltiples tratados internacionales en materia de derechos humanos, si nuestro país, 

 
4 Ibidem, pp. 29 y 30. 
5 Carbonell, Miguel, La reforma constitucional de derechos humanos, México, Universidad Nacional Autónoma 

de México, 2011, p. 15. 
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específicamente los gobernantes, no tienen la intención por actuar bajo estándares 

convencionales, ni mucho menos acatar lo que se dicte en las sentencias en las que el 

Estado Mexicano sea hallado responsable por haber violado derechos humanos. 

 

Desde 2014 a la fecha, diversas modificaciones constitucionales han acentuado un modelo 

de poder concentrado, debilitado contrapesos institucionales y restringido derechos. 

Ejemplo de ello son las reformas en materia de seguridad pública que militarizan la función 

policial (reforma al artículo 21 y creación de la Guardia Nacional en 2019) y las reformas en 

materia electoral y de división de poderes que erosionan la autonomía de los órganos 

constitucionales autónomos.6 Estas modificaciones no sólo debilitan la protección de 

derechos, sino que limitan la posibilidad de interpretación judicial autónoma y garantista. El 

golpe más duro al Estado constitucional y de derecho en México, sin duda lo es la llamada 

“reforma judicial”. Caso prácticamente único en el mundo, incomprensible, que en su 

proceso de votación fue poco transparente y tuvo poca participación ciudadana a la hora 

de elegir a los que deberán ocupar las posiciones de jueces y juezas, ministros y ministras 

o magistrados y magistradas. Sin dejar de lado, claro está, el llamado Tribunal de Disciplina, 

que suena más a uno de la extinguida santa inquisición. 

 
La imposibilidad de un derecho dúctil en contextos autoritarios 

 

La realización práctica de un derecho dúctil presupone condiciones democráticas mínimas; 

división de poderes, respeto a los derechos fundamentales, independencia judicial y un 

marco constitucional estable que sirva como límite al poder político. En ausencia de estas 

condiciones, el derecho se convierte en un instrumento de legitimación de decisiones 

autoritarias. Todo esto se ha ido perdiendo en las últimas dos administraciones, pues los 

gobernantes han malinterpretado el sentido de haber alcanzado el poder por medio de un 

alto porcentaje de votos en la elección. Confunden un alto respaldo popular con un poder 

sin límites y con el que pueden gobernar a capricho, incluso en detrimento de los mínimos 

indispensables con los que un Estado constitucional y de derecho debe contar. 

 

 
6 Cossío Díaz, José Ramón, Derecho y democracia en tiempos de regresión constitucional, México, Porrúa, 

2023, p. 103. 
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Nuestro país, como cualquier otro, enfrenta situaciones propias de la vida compleja, tanto 

a nivel nacional como en las realidades que viven las personas; estas realidades, a su vez, 

se ven impregnadas del atraso educativo, cultural, económico y de violencia que 

atravesamos desde hace décadas. Situaciones como la violencia familiar, de género y el 

narcotráfico —en especial, el narcomenudeo— plantean cuestiones en las que no siempre 

la solución más justa o más acorde a ella; pasa por la mera aplicación del texto de la ley, 

sino que se requieren criterios de interpretación, recurrir a los principios constitucionales y 

a los valores vertidos en ella para, así, poder brindar soluciones más justas. 

 

Como señala Ferrajoli,7 en sistemas donde el constitucionalismo es erosionado y la 

supremacía de la Constitución subordinada al capricho del legislador o del Ejecutivo, la 

interpretación jurídica se vacía de contenido garantista y se reduce a una función 

meramente aplicativa de normas dictadas desde el poder. Bajo estas circunstancias, el ideal 

de Zagrebelsky se torna inviable, pues la ductilidad jurídica requiere de un marco 

institucional que asegure la protección de los derechos y la posibilidad de interpretación 

crítica. En el caso mexicano, la concentración del poder y la instrumentalización de las 

reformas constitucionales han cerrado los espacios para que los jueces y operadores 

jurídicos puedan ejercer una función interpretativa orientada por los valores democráticos y 

los derechos humanos. Por el contrario, se ha favorecido una lectura utilitaria —y lo que es 

peor, legalista— del derecho que responde a intereses coyunturales del poder político. 

 

En nuestro país se han cerrado las puertas al disenso, a la discusión de las propuestas, de 

las reformas a las leyes, ya que el partido en el gobierno solo se escucha asimismo y dialoga 

con sus aliados, fuera de estos, nadie más. Así, se nulifica el diálogo, la política auténtica, 

para dar paso a la imposición, al avasallamiento, donde no importa nada más que el 

sometimiento de todos. 

 
Conclusiones 
 

La concepción del derecho dúctil propuesta por Zagrebelsky constituye un ideal normativo 

propio de sistemas democráticos consolidados, donde la Constitución opera como límite y 

garantía frente al poder. En México, sin embargo, las reformas regresivas de los últimos 

 
7 Ferrajoli, Luigi, Poderes salvajes: la crisis de la democracia constitucional, Madrid, Trotta, 2011, p. 64. 
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años han debilitado ese marco de garantías, imposibilitando que el derecho pueda operar 

como un instrumento dúctil al servicio de la dignidad humana. En nuestro país, como se ha 

expuesto, hemos vivido un insólito caso de regresión constitucional, que pondría los pelos 

de punta a cualquier sistema democrático ya consolidado y que, en Latinoamérica, parece 

no extrañarnos, pues nuestra historia es de violaciones a derechos humanos, 

desconocimiento del orden jurídico y democrático; estas situaciones pueden presentarse 

de un día para otro, en un lugar en aparente calma y a nadie parece importarle, pues 

estamos habituados al juego en el que avanzamos un paso y retrocedemos dos. 

 

En contextos donde el constitucionalismo es vaciado de contenido y las normas se 

subordinan a la voluntad del Ejecutivo, la interpretación constitucional deja de ser un 

ejercicio garantista para convertirse en una herramienta de legitimación del autoritarismo. 

La experiencia política reciente en nuestro país confirma que, sin condiciones democráticas 

mínimas, la ductilidad del derecho no sólo es inviable, sino que puede transformarse en una 

coartada para justificar regresiones autoritarias. 
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El otro huachicol. La evasión fiscal en el sector de los combustibles 
Carlos Antonio Cabrera Canuto1 
2025-11-10 

 
I. El mundo conocido: Gasolina barata ¿a qué costo? 

 

En México, hay cosas que ya nos parecen normales, aunque no lo deberían ser. Una de 

esas cosas que sólo pasan en México es la comercialización de hidrocarburos 

inexplicablemente más baratos de lo habitual. A simple vista, podría parecer una buena 

noticia para el consumidor. Pero detrás de ese litro por debajo del precio promedio se 

esconde un fenómeno complejo y costoso para las finanzas públicas: el huachicol fiscal. 

Este ensayo parte de una realidad conocida, pero insuficientemente atendida: el 

contrabando de combustibles y la evasión de contribuciones como el Impuesto Especial 

sobre Producción y Servicios (IEPS) y el Impuesto al Valor Agregado (IVA). Mediante 

esquemas aparentemente legales, se ha consolidado en los últimos años un mercado 

paralelo que afecta no sólo la recaudación del Estado, sino también la sana competencia, 

la legitimidad de las instituciones y el combate a delitos financieros. 

 

La finalidad es proponer que la comercialización de hidrocarburos sea reconocida como 

una actividad vulnerable en términos de la Ley Federal para la Prevención e Identificación 

de Operaciones con Recursos de Procedencia Ilícita (LFPIORPI).  

 

Entre 2018 y 2024, el Estado mexicano dejó de recaudar poco más de 809 mil millones de 

pesos debido al huachicol fiscal;2 una cifra que supera el presupuesto conjunto de la 

Secretaría de Energía y Petróleos Mexicanos para el 2024.3 Tan sólo ese año, la pérdida 

fue de 177 mil millones, es decir, 485 millones diarios;4 recursos que en otras condiciones 

 
1 Carlos Antonio Cabrera Canuto. Escuela Libre de Derecho. México. 
2 Díaz Mora, S. (2025, julio 22). Huachicol fiscal cuesta al gobierno 485 millones de pesos al día. El Economista. 

https://www.eleconomista.com.mx/economia/huachicol-fiscal-cuesta-gobierno-485-millones-pesos-dia-

20250410-754526.html 
3 Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal 2024. (2023, noviembre 25). Diario Oficial 

de la Federación. https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5709507&fecha=25/11/2023#gsc.tab=0 
4 Díaz Mora, S. (2025, julio 22). Huachicol fiscal cuesta al gobierno 485 millones de pesos al día. El Economista. 

https://www.eleconomista.com.mx/economia/huachicol-fiscal-cuesta-gobierno-485-millones-pesos-dia-

20250410-754526.html 

https://www.eleconomista.com.mx/economia/huachicol-fiscal-cuesta-gobierno-485-millones-pesos-dia-20250410-754526.html
https://www.eleconomista.com.mx/economia/huachicol-fiscal-cuesta-gobierno-485-millones-pesos-dia-20250410-754526.html
https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5709507&fecha=25/11/2023#gsc.tab=0
https://www.eleconomista.com.mx/economia/huachicol-fiscal-cuesta-gobierno-485-millones-pesos-dia-20250410-754526.html
https://www.eleconomista.com.mx/economia/huachicol-fiscal-cuesta-gobierno-485-millones-pesos-dia-20250410-754526.html
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pudieron destinarse al desarrollo de infraestructura o seguridad energética. No es 

exagerado afirmar que se trata de una amenaza a la sostenibilidad fiscal. 

 

Distinto al huachicol tradicional, el huachicol fiscal no involucra la ordeña de ductos, sino 

operaciones con entidades aparentemente legítimas, que en realidad esconden 

triangulaciones, simulaciones, facturación y trazabilidad apócrifa.5 El sistema es sofisticado. 

Algunas empresas importan hidrocarburos, pero los registran como productos distintos: 

aceites, aditivos, lubricantes o solventes industriales, que no están gravados con IEPS.6 De 

esa forma, se evade el pago de ese impuesto. Otras simulan operaciones de compraventa 

con empresas fachada, para blanquear el combustible y generar facturación y aparentar 

trazabilidad comercial.7 

 

Algunas más usan facturas electrónicas con cantidades infladas, y registran volúmenes y 

ventas a clientes inexistentes. Así, el producto pasa a distintas manos antes de llegar al 

consumidor final, y diluir la responsabilidad tributaria.8 Lo grave es que estas prácticas 

ocurren dentro de la “formalidad”; se usan empresas legalmente constituidas, se expiden 

CFDI válidos, e incluso se pagan impuestos; pero el núcleo de la operación sigue siendo 

ilícito, porque el precio reducido del combustible proviene de la omisión o el diferimiento del 

pago de las contribuciones. 

 

Este fenómeno ha sido documentado por el SAT, la UIF, y la otrora CRE (hoy Comisión 

Nacional de Energía). Sin embargo, la atención al fenómeno ha sido insuficiente. Ejemplo 

de ello es que la comercialización de hidrocarburos no se considera formalmente una 

actividad vulnerable, lo cual representa una falla en la política pública de combate al lavado 

de dinero y al financiamiento de organizaciones criminales. Aquí aparece la paradoja: el 

Estado sanciona con rigor a los negocios formales que cometen omisiones menores —una 

 
5 Loredo, D. (2022, septiembre 8). SAT detecta huachicol fiscal por 26.4 millones de barriles en primer semestre. 

Energy 21. https://energy21.com.mx/industria-2022-09-07-sat-detecta-huachicol-fiscal-por-264-millones-de-

barriles-en-primer-semestre/  
6 Chinea, E. (2025, junio 22). Sheinbaum endurece la lucha contra el huachicol. El País. 

https://elpais.com/mexico/2025-06-23/sheinbaum-endurece-la-lucha-contra-el-huachicol-fiscal.html 
7 Leyva Reus, J. (2024, junio 27). Huachicol, evasión fiscal e impunidad. El Financiero. 

https://www.elfinanciero.com.mx/opinion/jeanette-leyva/2024/06/27/huachicol-evasion-fiscal-e-impunidad/ 
8 García Gil, K. (2025, marzo 20). El huachicol fiscal le cuesta al erario público casi 200,000 mdp. El Ceo. 

https://elceo.com/economia/el-huachicol-fiscal-le-cuesta-al-erario-publico-casi-200000-mdp/ 

https://energy21.com.mx/industria-2022-09-07-sat-detecta-huachicol-fiscal-por-264-millones-de-barriles-en-primer-semestre/
https://energy21.com.mx/industria-2022-09-07-sat-detecta-huachicol-fiscal-por-264-millones-de-barriles-en-primer-semestre/
https://elpais.com/mexico/2025-06-23/sheinbaum-endurece-la-lucha-contra-el-huachicol-fiscal.html
https://www.elfinanciero.com.mx/opinion/jeanette-leyva/2024/06/27/huachicol-evasion-fiscal-e-impunidad/
https://elceo.com/economia/el-huachicol-fiscal-le-cuesta-al-erario-publico-casi-200000-mdp/
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factura mal timbrada o un informe volumétrico reportado extemporáneamente—, pero tolera 

una red sistémica de evasión fiscal disfrazada de legalidad.9 Se sanciona con severidad a 

quien comete errores formales, pero no se obliga a quien vende combustible barato a 

reportar de quién lo compra ni a quién se lo vende, ni a justificar cómo sostiene esos 

precios.10 

 

Mientras tanto, la ley no considera una operación vulnerable el comercio habitual de 

hidrocarburos, lo que abre un espacio de impunidad que fortalece el negocio ilícito y 

desincentiva la formalidad. En ese vacío se ha desarrollado toda una industria de paralela, 

que erosiona la recaudación, debilita la competencia y la capacidad del Estado para hacer 

cumplir la ley. 

 
II. El conflicto. El combustible del crimen 
 

Después de años de consolidación del fenómeno del huachicol en México, el Estado 

enfrenta la comercialización de hidrocarburos provenientes del contrabando, una amenaza 

estructural con profundos impactos fiscales, corporativos y penales. Durante años, el 

andamiaje institucional permitió que el fenómeno creciera sin freno. La Comisión 

Reguladora de Energía autorizó cientos de permisos de autoconsumo de combustibles con 

una débil trazabilidad, sin dar un seguimiento adecuado a la verificación sistemática del 

destino final del producto. Esto abrió la puerta para que, mientras en papel se reportaban 

sistemas cerrados de abastecimiento, en la realidad operaban redes comerciales 

paralelas.11 

 

 
9 Usla, H. (2023, julio 20). SAT va tras las gasolineras: les pide evitar malas prácticas de facturación. El 

Financiero. https://www.elfinanciero.com.mx/economia/2023/07/20/sat-va-tras-las-gasolineras-les-pide-evitar-

malas-practicas-de-facturacion/ 
10 Ordaz, Y. (2024, agosto 2). Ocho de cada 10 gasolineros no cumple con controles volumétricos: Verifigas. 

Milenio. https://www.milenio.com/negocios/gasolineros-no-cumplen-con-controles-volumetricos-verifigas 
11 Alegría, A. (2025, mayo 24). SAT endurece controles fiscales a puntos de autoconsumo de diésel. La Jornada. 

https://www.jornada.com.mx/2025/05/24/economia/015n1eco 

https://www.elfinanciero.com.mx/economia/2023/07/20/sat-va-tras-las-gasolineras-les-pide-evitar-malas-practicas-de-facturacion/
https://www.elfinanciero.com.mx/economia/2023/07/20/sat-va-tras-las-gasolineras-les-pide-evitar-malas-practicas-de-facturacion/
https://www.milenio.com/negocios/gasolineros-no-cumplen-con-controles-volumetricos-verifigas
https://www.jornada.com.mx/2025/05/24/economia/015n1eco
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En 2024, se estimaba la existencia de más de 20 mil sistemas ilegales de autoconsumo, 

mientras el registro oficial apenas alcanzaba 350.12 Es decir, por cada sistema legítimo, 

existían más de 50 que operaban al margen.13 Ante esta crisis, el gobierno federal 

implementó una estrategia multisectorial desde 2019.14 La coordinación entre el SAT, 

Pemex, la SEDENA, la FGR y la UIF dio lugar a operativos, clausuras y decomisos de 

combustible, muchos de ellos en transportes amparados con facturas falsas o con permisos 

vencidos. En lo que lleva del sexenio actual, se decomisaron más de 39 millones de litros 

de hidrocarburos ilegales.15 Aunque significativo, este número apenas araña la superficie 

del problema si consideramos que diariamente se distribuyen cientos de miles de litros con 

documentación apócrifa o triangulada.  

 

A partir de 2021, se adicionó a la fracción I del artículo 28 del Código Fiscal de la Federación 

la obligación a los contribuyentes dedicados a actividades de la industria de hidrocarburos 

y petrolíferos de contar como parte de su contabilidad con equipos y programas informáticos 

para llevar controles volumétricos.16 Asimismo, desde 2023 el Plan Maestro de Fiscalización 

y Recaudación fortaleció las facultades del SAT para rastrear hidrocarburos desde su 

importación hasta su destino final, y suspender operaciones de empresas sospechosas.17 

 

 
12 Flores, L. (2023, mayo 29). Más de 21,000 autoconsumos de petrolíferos operan en la ilegalidad: CIEFSA. 

Onexpo Nacional. https://www.onexpo.com.mx/NOTICIAS/MAS-DE-21000-AUTOCONSUMOS-DE-

PETROLIFEROS-OPERAN-E_cuQ0D/ 
13 Asociación Mexicana de Proveedores de Estaciones de Servicio. (s. f.). Rebasan puntos ilegales a gasolineras 

en México. https://www.ampes.mx/rebasan-puntos-ilegales-a-gasolineras-en-mexico/  
14 Usi, E. (2019, enero 9). AMLO y el combate al robo de combustible. DW. https://www.dw.com/es/amlo-y-el-

combate-al-robo-de-combustible/a-47007710 
15 Suárez, K. (2025, julio 9). Sheinbaum planta cara al huachicol con más de 39 millones de litros de combustible 

incautados en ocho meses. El País. https://elpais.com/mexico/2025-07-09/sheinbaum-planta-cara-al-huachicol-

con-mas-de-39-millones-de-litros-de-combustible-incautados-en-ocho-meses.html 
16 Secretaría de Gobernación. (2021, noviembre 12). Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan 

diversas disposiciones de la Ley del Impuesto sobre la Renta, de la Ley del Impuesto al Valor Agregado, de la 

Ley del Impuesto Especial sobre Producción y Servicios, de la Ley Federal del Impuesto sobre Automóviles 

Nuevos, del Código Fiscal de la Federación y otros ordenamientos. Diario Oficial de la Federación. 

https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5635286&fecha=12/11/2021#gsc.tab=0 
17 Secretaría de Hacienda y Crédito Público. (2023). Plan maestro de fiscalización y recaudación 2023. 

https://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/file/798780/PlanMaestro2023.pdf  

https://www.onexpo.com.mx/NOTICIAS/MAS-DE-21000-AUTOCONSUMOS-DE-PETROLIFEROS-OPERAN-E_cuQ0D/
https://www.onexpo.com.mx/NOTICIAS/MAS-DE-21000-AUTOCONSUMOS-DE-PETROLIFEROS-OPERAN-E_cuQ0D/
https://www.ampes.mx/rebasan-puntos-ilegales-a-gasolineras-en-mexico/
https://www.dw.com/es/amlo-y-el-combate-al-robo-de-combustible/a-47007710
https://www.dw.com/es/amlo-y-el-combate-al-robo-de-combustible/a-47007710
https://elpais.com/mexico/2025-07-09/sheinbaum-planta-cara-al-huachicol-con-mas-de-39-millones-de-litros-de-combustible-incautados-en-ocho-meses.html
https://elpais.com/mexico/2025-07-09/sheinbaum-planta-cara-al-huachicol-con-mas-de-39-millones-de-litros-de-combustible-incautados-en-ocho-meses.html
https://www.dof.gob.mx/nota_detalle.php?codigo=5635286&fecha=12/11/2021#gsc.tab=0
https://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/file/798780/PlanMaestro2023.pdf
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Otro hito al control de estas operaciones llegó con la reciente reforma del 16 de julio de 

2025 a la LFPIORPI. Esta reforma obliga a todas las sociedades mercantiles —sin importar 

su giro— a registrar a sus beneficiarios controladores: personas físicas con una 

participación directa o indirecta de al menos 25 % del capital social o con capacidad de 

decisión. Esta medida busca identificar a los llamados “beneficiarios controladores” y 

desmantelar estructuras interpuestas, como empresas fachada o testaferros, utilizadas 

para ocultar el origen del capital. Además, impone la obligación de registrar a dichos 

beneficiarios en una plataforma única ante la Secretaría de Economía, y establece medidas 

especiales cuando alguno de ellos sea una persona políticamente expuesta. 

 

No obstante, las acciones implementadas por el gobierno federal son insuficientes, y se 

advierten tres grandes riesgos por no actuar adecuadamente, a saber: 

1. Fiscalmente, el huachicol fiscal representa un golpe multimillonario al erario. La 

evasión del IEPS y del IVA reduce la capacidad del Estado para invertir en 

infraestructura y servicios, y genera competencia desleal para los contribuyentes 

cumplidos. 

2. Corporativamente, la existencia de redes de empresas fantasma, triangulación de 

operaciones y uso de prestanombres impide la transparencia en los mercados 

energéticos. Muchas de estas sociedades son utilizadas exclusivamente para 

importar combustibles, sin empleados, activos ni operaciones reales. La nueva 

obligación de identificar beneficiarios controladores es un avance, pero su eficacia 

dependerá de su cumplimiento y de las sanciones reales en caso de omisión. 

3. Penalmente, el panorama es aún más preocupante. La comercialización de 

combustibles procedentes del contrabando genera la actualización de otros delitos 

como lavado de dinero, defraudación fiscal, asociación delictuosa e, incluso, cuando 

hay vínculos con carteles y organizaciones criminales: financiamiento al 

narcotráfico. Por ello, no es exagerado afirmar que el combustible barato puede 

financiar violencia costosa. 

 

Pese a todo, la legislación nacional no considera como actividad vulnerable la 

comercialización habitual de hidrocarburos. Esto significa que, a pesar del gran potencial 

de que las empresas operen con combustible de origen ilícito, no están obligadas a reportar 

sus operaciones a la UIF ni a establecer medidas de debida diligencia. Esto impide generar 

alertas, analizar patrones o congelar operaciones sospechosas a tiempo. Así, la omisión de 
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incluir esta actividad como vulnerable bajo la LFPIORPI y establecer la obligación de 

reportar quién vende y a quién se le vende el combustible, generará en el país pérdidas 

económicas multimillonarias y falta de seguridad energética y financiera. 

 
III. Resolución. Reglas claras para un mercado limpio 

 

La complejidad del mercado nacional de hidrocarburos exige vigilancia administrativa y 

fiscal, la implementación de una estrategia normativa integral y eficaz que identifique con 

precisión los riesgos y actores críticos. Entre ellos, destaca la figura del comercializador de 

hidrocarburos, cuya actividad habitual en la oferta y demanda de combustibles en el 

mercado de hidrocarburos debe ser formalmente reconocida como actividad vulnerable en 

términos de la LFPIORPI. 

 

La lógica detrás de la vulnerabilidad se encuentra ya inmersa en la LFPIORPI, conforme a 

dicho ordenamiento se consideran actividades vulnerables aquellas que, por su naturaleza 

u opacidad, pueden facilitar operaciones vinculadas con el lavado de dinero, la evasión 

fiscal o el financiamiento al terrorismo. Bajo esta lógica, comercializar hidrocarburos de 

origen incierto, sin respaldo fiscal o aduanal y la facilidad y frecuencia con la que ocurren, 

constituye un canal propicio para estas conductas delictivas. 

 

¿Por qué deben ser considerados actividad vulnerable? La respuesta es doble: operativa y 

jurídica. Operativamente, el comercio informal o irregular de hidrocarburos ha demostrado 

ser un eslabón esencial en esquemas complejos de defraudación fiscal y blanqueo de 

activos. Jurídicamente, su reconocimiento como actividad vulnerable permitiría al Estado 

aplicar con mayor precisión las herramientas que ofrece la LFPIORPI: reportes a la Unidad 

de Inteligencia Financiera (UIF), congelamiento de cuentas, alertas preventivas y monitoreo 

de operaciones inusuales o relevantes. 

 

Hoy en día, actividades como la transmisión de valores, la explotación forestal, los servicios 

de fe pública o la comercialización de metales preciosos ya están sujetas a regímenes de 

trazabilidad, identificación de operaciones y reportes periódicos. No existe una razón 

técnica para que el comercio habitual de hidrocarburos quede fuera de esta lógica de 

control. Además, los esfuerzos actuales enfrentan desafíos estructurales como la limitada 

capacidad de fiscalización aduanal, la falta de interoperabilidad en tiempo real entre el SAT, 
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la CNE y la UIF, y la inexistencia de una plataforma tecnológica común que permita trazar 

efectivamente el combustible desde su importación hasta su venta al consumidor final. 

 

Para cerrar esta brecha, se propone una adición al artículo 17 de la LFPIORPI, a efecto de 

que incluya de manera expresa como actividad vulnerable la comercialización habitual de 

hidrocarburos. Esto permitiría: a) exigir a los comercializadores la entrega de reportes 

periódicos a la CNE y la UIF, así como triangular dicha información entre autoridades 

fiscalizadoras; b) coordinar con la reforma de 16 de julio del 2025 a la LFPIORPI para cerrar 

estructuras corporativas opacas, y c) Activar mecanismos financieros y penales ante 

operaciones sospechosas. 

 

En suma, reconocer esta actividad como vulnerable no criminaliza a los comercializadores 

legítimos, sino que protege el mercado, el erario y a los ciudadanos. Sólo con reglas claras 

y controles eficaces se puede garantizar que el dinamismo energético de México no sea 

aprovechado por redes delictivas, sino canalizado hacia el desarrollo sostenible y justo. 

 



Vol. 16, núm. 90, noviembre-diciembre de 2025 

Deepfakes y derecho a la propia imagen en México: entre la libertad de expresión y 
la tutela preventiva 
María Fernanda Cuevas Ríos 
2025-11-10 

 

La irrupción de los deepfakes —imágenes y voces sintéticas de apariencia real— desafía 

al derecho mexicano en un punto neurálgico: la propia imagen como derecho de 

personalidad y su cruce con la libertad de expresión. En un ecosistema que amplifica 

contenidos en segundos, una falsificación verosímil puede modificar percepciones públicas, 

afectar procesos electorales, causar daños morales y habilitar usos comerciales o 

propagandísticos no consentidos. México cuenta con herramientas (derechos de 

personalidad, Ley Federal del Derecho de Autor y acción por daño moral en sede civil), pero 

su diseño nació para un mundo más lento. Este artículo examina si el marco vigente alcanza 

y cómo debe ajustarse para proteger sin asfixiar la expresión legítima. 

 

Delimitación del bien jurídico. La propia imagen protege la facultad de decidir si, cómo y con 

qué fines se explota la fisonomía, la voz o la identidad visual. En materia autoral, el uso con 

fines de lucro o promoción comercial sin autorización suele ser ilícito y abre la puerta a 

indemnizaciones y medidas de cesación; en lo civil, el uso no consentido que lesiona la 

dignidad puede configurar daño moral. El problema con los deepfakes es de tiempos: los 

peritajes y los emplazamientos compiten contra la velocidad de la difusión digital. 

 

Libertad de expresión y apariencia de verdad. Un sistema sano protege la crítica, la parodia 

y la discusión robusta; pero distingue entre expresiones legítimas y apropiaciones 

engañosas de la identidad. Los deepfakes no sólo dicen algo de alguien; aparentan ser ese 

alguien. Esa apariencia erosiona el consentimiento y desplaza el análisis hacia la veracidad 

y el riesgo de confusión. Por ello, el estándar de “rectificación posterior” resulta insuficiente 

cuando el daño es viral e inmediato: la respuesta debe ser preventiva y proporcionada. 

 

Prueba técnica temprana. Las periciales en forensia audiovisual y el análisis de metadatos 

pueden fijar, desde el inicio, una probabilidad alta de sintetización (incongruencias de 

iluminación, microexpresiones, artefactos de compresión). Esta evidencia debería 

integrarse desde la solicitud de medidas cautelares. A la par, es deseable que las 

plataformas adopten protocolos de etiquetado de contenido sintético, trazabilidad y rutas 
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expeditas de retiro ante indicios razonables de suplantación. No se censura; se organiza la 

circulación para que el público sepa qué está viendo. 

 

Salvaguardas para la creatividad. La parodia, la sátira y el interés público merecen un 

estándar reforzado de protección. La clave es evitar la confusión: rotular como ficción, usar 

marcas de agua o avisos on-screen y abstenerse de la explotación comercial o electoral 

basada en engaño. La diferencia entre una pieza crítica entendida como tal y un 

videomensaje falso que manipula al electorado no es estética, sino de riesgo democrático. 

 
Paquete mínimo de reformas y prácticas 

 

a) Tutela preventiva específica para identidad sintética. Habilitar medidas urgentes 

(retiro temporal, desindexación y “no recomendación” algorítmica) cuando existan 

indicios técnicos de suplantación y finalidad comercial, electoral o de lucro indirecto 

sin consentimiento. 

b) Carga dinámica en cautelares. Si el contenido emplea semejanza perfecta en 

contexto de lucro o propaganda, que el difusor acredite etiquetado claro o 

autorización; en ausencia, retirar provisionalmente mientras se resuelve el fondo.  

c) Puentes probatorios. Lineamientos para peritos audiovisuales y formatos uniformes 

de cadena de custodia digital (hashes, sellos de tiempo, conservación de URL y 

logs) que den seguridad jurídica a ambas partes. 

d) Deberes de diligencia para plataformas. Ventanas de respuesta horaria en 

temporada electoral, canales verificados para notificación de suplantación, 

transparencia trimestral sobre tiempos de atención y métricas de 

retiro/rehabilitación. 

e) Educación cívico-digital. Incorporar verificación básica en planes universitarios y 

guías para comunicadores sobre uso responsable de IA generativa. 

 

Reparación restaurativa y disuasiva. Además de cesar el uso, deben cuantificarse 

afectaciones patrimoniales (lucro indebido, decremento de contratos) y morales (afronta, 

angustia, daño reputacional) con criterios objetivables: alcance de difusión, permanencia, 

segmentos impactados y momento del ciclo noticioso. En campañas pagadas, conviene la 

rectificación con el mismo alcance y coste que la difusión ilícita. 
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En conclusión, frente a los deepfakes, México no requiere menos libertad de expresión, sino 

mejores reglas de juego, aplicadas con temple y oficio judicial. La propia imagen —en 

cuanto haz de facultades para decidir sobre el uso de nuestra identidad visual y sonora— 

no es un privilegio de celebridades, sino un atributo común que se erosiona cuando la 

tecnología permite suplantar con apariencia perfecta aquello que nos identifica ante los 

demás. De ahí que la tutela efectiva no pueda descansar en remedios tardíos. Una justicia 

útil en entornos algorítmicos exige, ante todo, cautelares rápidas y bien motivadas, 

apoyadas en prueba técnica temprana que permita al juez distinguir sin dilación entre crítica 

legítima y manipulación engañosa. Pero exigir celeridad no equivale a abrir la puerta a la 

censura: la proporcionalidad es el eje. 

 

La salida razonable pasa por medidas moduladas —retiros provisionales, desindexaciones 

y no recomendación algorítmica con revisión expedita—, acompañadas de salvaguardas a 

la sátira, la parodia y el interés público; por criterios uniformes que eviten el zigzag de 

decisiones contradictorias; y por cargas probatorias dinámicas que coloquen en quien se 

beneficia del contenido sintético la obligación de demostrar etiquetado claro o autorización 

cuando exista finalidad comercial o electoral. En paralelo, las plataformas no pueden 

permanecer como simples mensajeras: su posición les impone deberes de diligencia —

ventanas de respuesta en contextos sensibles, trazabilidad de la edición algorítmica, 

transparencia sobre tiempos y tasas de retiro— que funcionan como barreras contra el daño 

irreversible. 

 

A nivel sistémico, conviene una cultura de reparación que no sea meramente simbólica; 

además de cesar el abuso, las resoluciones deben cuantificar con criterios verificables el 

perjuicio patrimonial y moral, e imponer rectificaciones con alcance equivalente al de la 

difusión ilícita para reconstruir confianza. Finalmente, la academia y los operadores 

jurídicos harían bien en convertir la novedad tecnológica en rutina procesal; protocolos 

periciales homologados, formación profesional en forensia audiovisual y guías para 

comunicadores sobre uso responsable de herramientas generativas. 

 

Si asumimos que la verdad pública no se impone por decreto, sino a través de 

transparencia, trazabilidad y remedios oportunos, podremos desactivar la suplantación 

engañosa sin silenciar la crítica. Esa es, en mi opinión, la reforma sensata: una prevención 

proporcionada que preserve la dignidad y, a la vez, el valor de la conversación democrática; 
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un equilibrio que no teme a la tecnología, pero tampoco abdica de la responsabilidad de 

gobernarla con reglas claras, garantías efectivas y una judicatura capaz de aplicarlas con 

independencia. 

 



Vol. 16, núm. 90, noviembre-diciembre de 2025 

Teoría de los “status del caso”: de la retórica clásica al litigio oral penal 
Roberto Carlos Fonseca Luján1 
2025-11-10 

 

El presente comentario ofrece una introducción sobre la conexión entre la doctrina retórica 

clásica de los “estados de la causa” (status causae) y la concepción actual de la “teoría del 

caso” en el contexto del sistema de justicia penal acusatorio y oral. Se toma como punto de 

partida la definición sobre “estados de la causa” común en los manuales de retórica clásica, 

así como sus clasificaciones. Explicado esto, el comentario vincula este saber con la 

concepción contemporánea de teoría del caso, con el fin de mostrar que los modelos de la 

doctrina retórica coinciden con los procesos que deben realizarse en la elaboración de la 

teoría del caso por la defensa para un litigio oral. 

 

Con base en la tradición retórica grecolatina, puede sugerirse que toda controversia objeto 

de un litigio judicial se basa en una pregunta o cuestión (quaestio) a la que responderá el 

orador. Las respuestas a esa cuestión se buscan durante el primer momento retórico de la 

inventio, que consiste precisamente en el proceso de investigación, reflexión e ideación de 

los distintos elementos que compondrán el discurso para ganar la controversia. Según 

sintetiza Pujante, en la doctrina de Quintiliano la causa es la quaestio particularizada en el 

objeto del debate; esta causa se define por su “estado”, que puede ser de tres tipos: de 

“conjetura”, de “definición”, o de “cualidad”, según si se somete a controversia la propia 

existencia de la causa, el qué es o el cómo es, respectivamente.2 

 

En la Retórica a Herenio, el “status” se entiende como el “punto central de la argumentación” 

determinado por “la primera alegación del defensor junto con la imputación formulada por 

el acusador”. El autor anónimo identifica tres estados: “conjetural”, en el cual el debate es 

“el hecho en sí”; “legal”, cuando la discusión es sobre la norma escrita o los problemas en 

su aplicación, y “jurídico”, cuando el debate es sobre la legalidad del acto.3 

 

Una sistematización clara de los “estados de la causa” con ejemplos de aplicación en el 

proceso judicial la ofrece Azaustre Lago. De acuerdo con el rétor griego Hermágoras, se 

 
1 Roberto Carlos Fonseca Luján. Universidad Nacional Autónoma de México. México. 
2 Pujante Sánchez, David, Manual de Retórica, Madrid, Castalia, 2003, p. 80. 
3 Retórica a Herenio, Madrid, Gredos, 1997, pp. 88-100. 
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plantean cuatro status; su diferencia se explica a partir de la imputación de un homicidio. Si 

la defensa niega que el presunto responsable haya cometido el hecho, el status es 

“conjetural” (coniecturae), de modo que el debate será precisamente la demostración o 

negación de la responsabilidad. Si la defensa acepta el hecho, pero con matices, alegando 

por ejemplo que fue involuntario, el status es el “definitorio” (finitionis). El status de 

“cualidad” (qualitatis) se presenta cuando no se objeta el hecho, sino su ilegalidad, como 

en el caso de una acción en defensa propia. Finalmente, el status “impugnatorio” 

(translationis) surge cuando se niega la legalidad del propio proceso judicial. 

 

Hay que destacar que un aspecto central en esta doctrina es la precisión de que el status 

lo genera la defensa, de acuerdo con la posición que adopta en su discurso frente a la 

acusación inicial.4 Al aplicar lo anterior al proceso contemporáneo, aparece que la doctrina 

de los “status” está claramente conectada con la construcción de la teoría del caso en el 

litigio oral. Brevemente, esta teoría se entiende como la construcción argumentativa 

planteada por cada una de las partes en un proceso judicial a partir de la reunión de tres 

elementos: hechos, pruebas y derecho. Este modelo recoge la postura de las partes y 

determina la actuación que tendrán durante el proceso, el cual debe tener ciertas 

características como la obligatoriedad, la consistencia y la suficiencia.  

 

La teoría del caso empieza a preverse desde que se tiene el primer conocimiento de un 

asunto y se formula en la etapa de investigación. Según avance el procedimiento penal, 

puede depurarse en la etapa intermedia y confirmarse en la etapa de juicio. La doctrina 

clásica de los status refleja las posiciones que puede adoptar la estrategia de la defensa 

para construir su teoría del caso, así como los elementos argumentativos que habrán de 

reunirse para sostener esta posición. De este modo, cabría hablar de una teoría de los 

“status del caso”.  

 

Si la defensa va a negar la comisión del hecho o la participación (coniecturae), se tendrán 

que buscar las pruebas que acrediten una coartada o desacreditar las pruebas de cargo en 

la llamada comúnmente defensa pasiva. Si se va a ejercer una defensa activa, podrá 

proponerse una clasificación jurídica que resulte más benévola al imputado, como una 

 
4 Casas Rigall, Juan, Las nociones retóricas de quaestio y status en la literatura medieval español, Tesis 

doctoral, Universidad de Santiago de Compostela, 2021, pp. 70-71. 
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forma culposa del delito o una modalidad atenuada (finitionis), o bien, podrá sostenerse la 

presencia de una excluyente del delito (qualitatis).  

 

Finalmente, el debate puede trasladarse a una cuestión incidental (traslationis) como la 

ocurrencia de violaciones procesales, la falta de competencia o la inconvencionalidad de 

las normas aplicables, entre otras. Cabe insistir que el status asumido por la defensa 

configura la litis penal, porque la imputación del órgano acusador siempre tiene la misma 

cualidad. Visto lo anterior, la conexión entre el modelo clásico y la estructura de la actual 

teoría del caso es clara.  

 

Para concluir este comentario introductorio, se invita a los interesados a profundizar en 

estos asuntos; si bien hay una distancia de dos milenios, la conexión explorada muestra 

que las tareas del orador clásico son similares a las de los litigantes actuales.  Estos podrían 

mejorar su práctica si tienen en cuenta las recomendaciones formuladas por los clásicos, 

lo que puede lograrse con la recuperación de los estudios retóricos en la enseñanza del 

derecho. 
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Problemas del dolo 
David Leonardo Torres Melgarejo1 
2025-11-10 

 

El problema del dolo y su evidencia en el proceso penal es una de las cuestiones más 

complicadas y discutidas de la doctrina del derecho penal moderno. A lo largo de la historia, 

la ciencia penal ha oscilado entre diversas concepciones teóricas: desde el causalismo 

clásico hasta las corrientes finalistas y funcionalistas; y las más recientes propuestas 

humanistas latinoamericanas, cada una en su búsqueda por comprender cómo se 

manifiesta la voluntad a través del delito y cómo puede probarse en un tribunal. 

 

Este asunto adquiere una importancia peculiar en Colombia, dentro del sistema penal 

acusatorio donde la carga de la prueba recae fuertemente sobre la fiscalía y cuando los 

componentes subjetivos de la culpabilidad deben inferirse a partir de elementos objetivos. 

La Corte Suprema de Justicia ha desarrollado una jurisprudencia destinada a definir el 

alcance del dolo o la intención delictiva; no obstante, no ha superado los obstáculos 

epistemológicos y procesales que su verificación implica. 

 

El propósito de este trabajo es analizar desde una perspectiva crítica el desarrollo teórico, 

dogmático y jurisprudencial del dolo, y algunas resistencias que aún persisten en términos 

de su prueba en el proceso penal colombiano, buscando insumos para la reflexión sobre la 

tensión entre teoría-evidencia-garantías fundamentales en el derecho penal. 

 

La determinación del aspecto subjetivo de la conducta ha sido una de las cuestiones más 

complejas del derecho penal. Los penalistas hemos dedicado extensas reflexiones a la 

dimensión interna y psicológica del delito, transitando por diversas escuelas —desde el 

causalismo clásico hasta las corrientes humanistas latinoamericanas, representadas por 

autores como Eugenio Raúl Zaffaroni y Juan Bustos Ramírez—, en un debate teórico que, 

a menudo, se aleja del saber social que debe inspirar al derecho. En el ámbito de la 

dogmática penal, se reconoce que este componente subjetivo se vincula con uno de los 

elementos más íntimos del ser humano; su capacidad de decidir entre actuar o abstenerse, 

influida por factores internos o externos que inciden en su voluntad o en la previsibilidad de 

 
1 David Leonardo Torres Melgarejo. Univertisà de Lleida. España. 
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sus actos. De ahí que se trate de una cuestión cercana a la determinación genética y a la 

libertad individual. 

 

En sus primeras formulaciones, este elemento fue denominado aspecto subjetivo de la 

conducta, dentro de una estructura bipartita de la teoría del delito, más sencilla que la actual 

tripartición. Tal noción guarda cierta similitud con el mens rea del derecho penal anglosajón, 

al destacar el componente volitivo en la realización de conductas punibles. 

 

No obstante, la prueba del dolo —como manifestación concreta de ese aspecto subjetivo— 

ha representado un verdadero desafío tanto para la doctrina como para la jurisprudencia. 

Determinar la intención del sujeto en el ámbito penal implica un ejercicio teórico que roza la 

filosofía del derecho, y su aplicación práctica resulta compleja en sistemas jurídicos con 

realidades económicas, culturales y políticas tan diversas como las de América Latina, 

alejadas de las tradiciones alemanas e italianas en que se cimenta gran parte de nuestra 

dogmática. 

 

El querer realizar la conducta, prever sus consecuencias y valorar la posibilidad de evitarlas 

constituye el núcleo del dolo. Sin embargo, trasladar estos elementos al plano probatorio 

exige cautela: no basta con presumir la existencia del deseo o la intención a partir del mero 

resultado del hecho. Tal razonamiento sería una petición de principio, un error frecuente 

que aún se observa en la práctica litigiosa, particularmente al momento de los alegatos de 

conclusión. 

 

La Corte Suprema de Justicia ha desarrollado una línea jurisprudencial relevante sobre la 

naturaleza y prueba del dolo, que conviene reseñar brevemente: 

• Providencia 413162 (1950). Se mantiene la doctrina según la cual los hechos ilícitos 

pueden revelar el dolo, en tanto la acción misma es, muchas veces, el único medio 

para conocer el estado de conciencia del agente. 

• Providencia 403730 (1957). Define el dolo como el acto de prever y querer la 

consecuencia cierta o probable de la conducta. 

• Providencia 405826 (1980). Introduce la noción de unidad de designio, que une los 

actos en los delitos continuados mediante un propósito común. 

• Providencia 407995 (1993). Afirma que, al faltar adecuación típica, no procede 

analizar la intención de quebrantar la ley. 
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• Providencia 410605 (1999). Precisa que el derecho penal colombiano es de acto, y 

que el elemento subjetivo debe deducirse de los medios probatorios. 

• Providencia 209670 (2012). Reitera que el dolo implica conocimiento y voluntad del 

agente, quien actúa con plena conciencia de la ilicitud. 

• Providencia 249592 (2014). Distingue entre el elemento cognitivo (conocimiento de 

los elementos objetivos) y el volitivo (querer su realización). 

• Providencias SP17773, SP8087 (2017) y SP646 (2021). Enfatizan que el dolo se 

infiere del análisis de las circunstancias externas, pues la intencionalidad pertenece 

al fuero interno. 

• Providencia SP914 (2021). Clasifica el dolo en tres tipos: directo o de primer grado, 

indirecto o de segundo grado, y eventual, explicando sus diferencias según la 

relación del agente con el resultado. 

 

Este recorrido histórico no pretende restar mérito al desarrollo doctrinal y jurisprudencial de 

la Corte Suprema, sino destacar la persistente dificultad de acreditar la voluntad delictiva. 

En la práctica, la tendencia a simplificar o abreviar la imposición de la pena puede llevar a 

desatender principios y garantías esenciales del derecho penal, que constituyen la frontera 

entre la realidad empírica y la interpretación dogmática de los hechos. 

 

En definitiva, más allá de las interpretaciones doctrinales o jurisprudenciales, los 

operadores judiciales enfrentamos una problemática latente: cómo probar, en el sistema 

penal acusatorio colombiano, la existencia del dolo. Aunque partimos de un marco legal 

claro en el Código Penal, su aplicación práctica se distancia, con frecuencia, del ideal 

teórico del conocimiento y la voluntad, pilares fundamentales de la culpabilidad dolosa. 
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El eterno rescate bancario: la deuda del FOBAPROA y su renegociación 
Francisco Ibarra Palafox1 
2025-11-10 

 

A casi tres décadas del rescate bancario de 1995-1999, la deuda derivada del Fondo 

Bancario de Protección al Ahorro (FOBAPROA) todavía constituye una pesada carga sobre 

las finanzas públicas mexicanas. Concebido originalmente como un mecanismo para 

estabilizar al sistema financiero tras la crisis de 1994, este fondo terminó convirtiéndose en 

el paradigma de la socialización de las pérdidas y la privatización de las ganancias. El 

problema central que hoy se plantea es la falta de transparencia en la información sobre los 

pagos realizados, la carga fiscal y la ausencia de una fecha definida de vencimiento, al 

convertirse en un lastre perpetuo para las generaciones futuras, porque podrían 

prolongarse los pagos por otros cincuenta años, según estimaciones de algunos analistas. 

 

El rescate bancario del FOBAPROA se fraguó a finales del gobierno de Ernesto Zedillo 

(mediante un acuerdo entre el PRI y el PAN en el Congreso de la Unión), con el propósito 

de rescatar a los bancos y a las empresas que, tras la crisis de 1994-95, se encontraban 

en situación de insolvencia. Sin embargo, lejos de recuperar los recursos públicos 

invertidos, el Estado mexicano absorbió una deuda irrecuperable. A diferencia de otros 

países que también recurrieron en medidas de rescate financiero para enfrentar crisis 

financieras, el caso mexicano se distingue por su desproporcionado peso sobre las finanzas 

públicas y por la prolongación indefinida del pago de intereses. Por ejemplo, el rescate 

bancario estadounidense durante la crisis global de 2008-2009 implicó la inyección de 700 

mil millones de dólares al sistema financiero; para 2013, ese gobierno había recuperado lo 

invertido y obtenido ganancias por 166 mil millones de dólares. De igual modo, ante esa 

crisis, Francia inyectó 10.5 billones de euros para recapitalizar sus bancos, y recuperó la 

totalidad de lo aportado y obteniendo utilidades por 1,700 millones de euros. México, en 

contraste, ha pagado más de 2 billones de pesos sin posibilidad de recuperación y sin que 

los bancos —y sus deudores— devolvieran algo de ese gigantesco rescate. 

 

La falta de transparencia por parte del Instituto para la Protección al Ahorro Bancario (IPAB), 

heredero del FOBAPROA, agudiza el problema. Mientras en 2009 reportaban pagos por 

poco más de 2 billones de pesos, para 2024, de manera inexplicable, mantenía la cifra 

 
1 Francisco Ibarra Palafox. Universidad Nacional Autónoma de México. México. 
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prácticamente congelada, ligeramente arriba de los 2 billones de pesos pagados. Esto es 

incongruente ya que cada año el Estado continuó pagando los intereses correspondientes. 

Esta falta de rendición de cuentas del IPAB constituye un acto de opacidad institucional. De 

cualquier manera, los más de 2 billones de pesos pagados por el gobierno mexicano a los 

bancos representa más de 3 veces el rescate bancario original. 

 

Más grave aún, en términos nominales, el capital adeudado aumentó. En 1999, el monto 

del rescate bancario ascendió a 688 mil millones de pesos y para 2024, la cifra superaba 

un billón de pesos. El hecho de que la deuda actual sea superior a la original revela una 

contradicción con las prácticas financieras más elementales. El IPAB sostiene que el monto 

de los pagos de la deuda del FOBAPROA está bajando y representa 2.88 % del PIB, 

mientras en 1999 era de 10.78 %, aun cuando el propio expresidente Zedillo la ubicó en 15 

% del PIB en su momento. Lo anterior exhibe cómo la metodología empleada por el IPAB 

en sus informes anuales busca minimizar el impacto real de esta deuda sobre la economía 

nacional. Además, el costo de oportunidad representado por este pago es inmenso. En 

2024, el pago de los intereses al IPAB equivalente a 2.88 % del PIB, representaban casi lo 

mismo que el gasto nacional en educación, el cual apenas alcanza el 3 %, muy por debajo 

del promedio del 6 % recomendado por la OCDE. Si estos recursos se hubiesen destinado 

durante treinta años a fortalecer el sistema educativo, de salud o de infraestructura, el país 

tendría hoy un desarrollo social más equilibrado. 

 

Desde el punto de vista político, resulta incongruente que los partidos operadores del 

rescate (PRI y PAN) sean hoy quienes piden cancelar sus pagos o redirigirlos a gasto social. 

Esta contradicción revela una estrategia para trasladar la responsabilidad política del 

FOBAPROA a los gobiernos actuales que no pueden incumplir con los compromisos 

financieros del Estado mexicano. Sin embargo, el anuncio de la presidenta Claudia 

Sheinbaum Pardo, en septiembre de 2025, de que a partir de 2026 los bancos no podrán 

deducir sus aportaciones al IPAB (rubro financiero diferente al del FOBAPROA), es una 

medida correcta en un contexto donde las instituciones bancarias registraron ganancias 

récord de más de 288 mil millones de pesos en 2024, y bancos como BBVA obtienen de 

México aproximadamente 60 % de sus utilidades globales debido a las elevadas tasas de 

interés pagadas en este país, en comparación con otros. 
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En suma, el caso del FOBAPROA constituye uno de los ejemplos más evidentes de cómo 

un rescate financiero mal diseñado puede transformarse en un lastre permanente para las 

finanzas públicas. La falta de transparencia, el aumento del capital nominal y la extensión 

indefinida de los pagos configuran un escenario insostenible. No se trata de suspender el 

pago, sino de renegociar jurídicamente con los bancos acreedores las condiciones de la 

deuda para establecer una fecha fija de vencimiento y pagos mayores de capital sobre 

intereses. Un crédito sin plazo definido contradice los principios jurídicos más elementales 

del derecho mercantil, de la gestión crediticia y de la justicia fiscal. México necesita poner 

fin a este crédito eterno y transformar una deuda injusta en un compromiso finito, 

transparente y económicamente racional. 
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Bonos de Carbón estrategia de la economía lineal 
Jorge Alberto Witker Velásquez 
2025-11-10 

 
I. Introducción. El desafío de cuantificar la contaminación 

 

La crisis climática, impulsada por la acumulación de gases de efecto invernadero (GEI) en 

la atmósfera, ha forzado a la comunidad internacional a buscar soluciones innovadoras. El 

Acuerdo de París de 2015 estableció el objetivo de limitar el calentamiento global muy por 

debajo de los 2° C, preferiblemente a 1.5° C, con respecto a los niveles preindustriales. 

Para lograrlo, no sólo se requieren reducciones drásticas de emisiones, sino también 

mecanismos que incentiven económicamente la descarbonización. En este contexto, 

surgen los bonos de carbono, también conocidos como créditos de carbono. En esencia, 

un bono de carbono es un instrumento financiero que representa la reducción, evitación o 

eliminación de una tonelada métrica de dióxido de carbono equivalente (tCO2e) de la 

atmósfera. 

 

El concepto fundamental es “poner un precio al carbono”. Al tratar la capacidad de la 

atmósfera para absorber GEI como un recurso finito y valioso, se crea un mercado donde 

la reducción de emisiones se convierte en un activo comerciable. Una entidad que 

contamina (emite CO2) puede “compensar” sus emisiones mediante la compra de bonos 

generados por otra entidad que ha implementado un proyecto para reducir o capturar CO2; 

por ejemplo, un parque eólico que desplaza a una central de carbón, o un proyecto de 

reforestación. 

 

Esta reflexión analiza la arquitectura de los mercados de carbono, diferenciando los 

sistemas regulados de los voluntarios; explora el marco normativo internacional que los 

sustenta, con especial énfasis en el Acuerdo de París; y, finalmente, aborda las profundas 

críticas y desafíos que cuestionan su efectividad como solución real a la crisis climática. 

 

 

 

 

 

https://www.juridicas.unam.mx/investigador/perfil/witker
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II. El doble sistema. Mercados regulados y voluntarios 

 

El universo de los bonos de carbono no es homogéneo. Se divide en dos grandes sistemas 

que operan en paralelo con lógicas y participantes distintos: los mercados regulados (o de 

cumplimiento) y los mercados voluntarios.  

 
1. Mercados Regulados (cap-and-trade) 

 

Los mercados regulados son sistemas obligatorios impuestos por una autoridad 

gubernamental —nacional, regional o supranacional— para limitar las emisiones de 

sectores industriales específicos. El modelo más común es el de “tope y comercio” (cap-

and-trade). 

 

• Funcionamiento: 

 

a) Tope (cap). La autoridad establece un límite máximo (un “tope”) sobre la cantidad 

total de GEI que pueden emitir las industrias cubiertas (por ejemplo, energía, acero, 

cemento). Este tope se reduce progresivamente cada año para forzar la 

descarbonización. 

b) Derechos (allowances). La autoridad distribuye o subasta “derechos de emisión” 

(permisos para contaminar) entre las empresas. Cada derecho equivale a una 

tonelada de CO2e. La suma de todos los derechos es igual al tope. 

c) Comercio (trade). Al final del período (generalmente un año), cada empresa debe 

entregar derechos equivalentes a sus emisiones reales. 

 

o ⸰ Si una empresa emitió menos que sus derechos (porque invirtió en tecnología 

limpia), le sobran derechos y puede venderlos en el mercado. 

o ⸰ Si una empresa emitió más que sus derechos, debe comprar los derechos faltantes 

a otras empresas o enfrentar fuertes sanciones. 

 

El ejemplo más grande y antiguo es el Sistema de Comercio de Emisiones de la Unión 

Europea (EU-ETS). En este sistema, el “bono” no es un crédito por reducir emisiones, sino 

un derecho a emitir. El precio se fija por la oferta y la demanda, lo que incentiva a las 

empresas a encontrar la forma más barata de reducir emisiones. 
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2. Mercados voluntarios de carbono (MVC) 

 

A diferencia de los mercados regulados, la participación en los MVC es, como su nombre 

indica, voluntaria. Los compradores no están obligados por ley a compensar sus emisiones, 

sino que lo hacen por otras motivaciones. 

• Compradores. Principalmente empresas que buscan cumplir objetivos de 

Responsabilidad Social Corporativa (RSC), alcanzar metas de “neutralidad de 

carbono” (net-zero) para mejorar su imagen de marca, o anticiparse a futuras 

regulaciones. 

• Vendedores (generadores de proyectos): Los bonos (aquí llamados “créditos” u 

“offsets”) provienen de proyectos específicos que reducen o capturan emisiones. 

Estos proyectos son desarrollados por ONG, empresas privadas o comunidades. 

 

El ciclo de vida de un crédito voluntario es crucial: 

a) Desarrollo del proyecto. Se diseña un proyecto (por ejemplo, reforestación, 

instalación de paneles solares en una comunidad rural, captura de metano en un 

vertedero). 

b) Validación y verificación. El proyecto debe ser validado por un estándar 

independiente (como Verra o Gold Standard) para certificar que las reducciones son 

reales, medibles y, fundamentalmente, adicionales. 

c) Emisión y venta. Una vez verificado, el estándar emite los créditos, que pueden ser 

vendidos. 

d) Retiro. Cuando una empresa compra el crédito para compensar sus emisiones, ese 

crédito debe ser “retirado” del registro para que no pueda ser vendido o utilizado 

nuevamente. 

 

Los proyectos más comunes en el MVC son los basados en la naturaleza (NBS), como 

REDD+ (Reducción de Emisiones por Deforestación y Degradación de Bosques), y los de 

energías renovables. 
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III. El marco internacional. Del Protocolo de Kioto al Acuerdo de París 

 

Los mercados de carbono no surgieron en el vacío; fueron consagrados en la diplomacia 

climática internacional. 

• Protocolo de Kioto (1997). Fue el primer tratado en establecer mecanismos de 

mercado. El más relevante fue el Mecanismo de Desarrollo Limpio (MDL), que 

permitía a los países desarrollados (con metas de reducción obligatorias) financiar 

proyectos de reducción de emisiones en países en desarrollo y recibir a cambio 

créditos (llamados CER) para cumplir sus propias metas. 

• Acuerdo de París (2015): El Acuerdo de París reemplazó la rígida división de Kioto. 

Ahora, todos los países (desarrollados y en desarrollo) deben presentar sus propias 

metas climáticas, conocidas como Contribuciones Determinadas a Nivel Nacional 

(NDC). 

 

El artículo 6o. del Acuerdo de París es el que establece las nuevas reglas para los mercados 

de carbono. Su negociación ha sido una de las más complejas de la diplomacia climática. 

Se divide principalmente en: 

• Artículo 6.2. Permite a los países comerciar “resultados de mitigación 

internacionalmente transferidos” (ITMO) de forma bilateral o multilateral. Es decir, si 

un país A supera su meta (NDC), puede vender ese excedente a un país B que no 

la haya alcanzado. 

• Artículo 6.4. Crea un nuevo mecanismo global (sucesor del MDL de Kioto) para 

generar y comerciar créditos de proyectos específicos, que pueden ser usados por 

países o por entidades privadas (como aerolíneas bajo el esquema CORSIA). 

 

El desafío central del Artículo 6o., y la razón de su compleja negociación, es evitar la doble 

contabilidad: el riesgo de que una misma tonelada de CO2 reducida sea contada tanto por 

el país que vende el crédito (como parte de su NDC) como por el país o empresa que lo 

compra. 
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IV. Críticas fundamentales y desafíos de integridad 

 

A pesar de su popularidad, los mercados de carbono enfrentan críticas severas que 

cuestionan su legitimidad y eficacia. El mercado voluntario, en particular, ha sido descrito 

por algunos expertos y reguladores como un “salvaje oeste” debido a la falta de supervisión. 

 
1. La “licencia para contaminar” 

 

La crítica más fundamental es de carácter ético y práctico. Se acusa a los bonos de carbono 

de funcionar como una “licencia para contaminar”. En lugar de forzar a las industrias 

contaminantes (como las petroleras o las aerolíneas) a invertir en la transformación 

profunda de sus modelos de negocio (dejar los combustibles fósiles), los créditos les 

permiten seguir con la emisión y simplemente “limpiar su conciencia” al comprar 

compensaciones baratas en otras partes del mundo. Los críticos argumentan que esto 

retrasa la acción climática real en los sectores que más necesitan descarbonizarse. 

 
2. El problema de la calidad. Adicionalidad y permanencia 

 

La integridad de todo el sistema depende de la calidad del crédito. Un crédito de carbono 

sólo es válido si representa una reducción de emisiones que fue: 

a) Adicional. La reducción no habría ocurrido de no ser por la financiación del bono de 

carbono. Este es el pilar más difícil de probar. Por ejemplo, si un bosque ya estaba 

protegido por ley o por una comunidad, un proyecto que vende créditos por “evitar 

su deforestación” no es adicional, y los créditos son esencialmente fraudulentos 

(“aire caliente”). Investigaciones periodísticas han revelado que un alto porcentaje 

de créditos de proyectos REDD+ podrían no ser adicionales. 

b) Permanente. La tonelada de CO2 debe permanecer fuera de la atmósfera de forma 

duradera. Esto es un desafío inmenso para los proyectos de reforestación. Si se 

paga por plantar árboles que luego se queman en un incendio forestal 10 años 

después, el carbono almacenado regresa a la atmósfera, invalidando la 

compensación que ya fue utilizada por un contaminador. 

 

 

 



Vol. 16, núm. 90, noviembre-diciembre de 2025 

3. Impactos Sociales y Derechos Humanos 

 

Muchos proyectos de carbono, especialmente los de gran escala basados en la naturaleza, 

se implementan en territorios de comunidades indígenas y locales en el Sur Global. Han 

surgido numerosas denuncias de que estos proyectos se implementan sin la consulta 

previa, libre e informada de las comunidades. En algunos casos, se acusa a los 

desarrolladores de proyectos de apropiarse de tierras (acaparamiento de tierras de 

carbono) o de capturar la mayor parte de los beneficios económicos, dejando muy poco 

para las comunidades que realmente protegen los bosques. 

 
4. Problemas de Verificación 

 

El sistema depende de verificadores externos. Sin embargo, estos verificadores son 

pagados por los mismos desarrolladores de proyectos que buscan la certificación, lo que 

crea un claro conflicto de intereses. La falta de transparencia en la metodología y en la 

propiedad de los proyectos agrava la desconfianza en la calidad real de los créditos que se 

venden. 

 
V. Conclusión: ¿Herramienta válida o distracción peligrosa? 

 

Los bonos de carbono nacieron como un intento ingenioso de utilizar las fuerzas del 

mercado para un bien público global: la estabilidad climática. En teoría, ofrecen un 

mecanismo vital para canalizar miles de millones de dólares de financiación privada desde 

el Norte Global contaminante hacia proyectos de conservación y energía limpia en el Sur 

Global. Sin embargo, la práctica ha demostrado que el diablo está en los detalles. Los 

mercados regulados como el EU-ETS han demostrado (después de muchas reformas) que 

poner un precio al carbono puede incentivar la reducción de emisiones a nivel industrial. 

Por el contrario, el mercado voluntario se encuentra en una profunda crisis de identidad. 

Plagado de problemas de adicionalidad, permanencia, conflictos de intereses y justicia 

social, corre el riesgo de convertirse en una peligrosa herramienta de greenwashing que 

proporciona una coartada para la inacción climática. 

 

El futuro de los bonos de carbono depende de la integridad. Sin reglas claras (como las que 

se negocian en el artículo 6o.), una regulación estricta, la eliminación de conflictos de interés 
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y la garantía de que los beneficios lleguen a las comunidades locales, los bonos de carbono 

fracasarán en su propósito. No pueden ser un sustituto de la reducción de emisiones en la 

fuente; en el mejor de los casos, pueden ser un complemento transitorio para financiar la 

mitigación en sectores donde la reducción es, por ahora, imposible. 

 

El problema al perecer de fondo, que, pese a lo sofisticado, el mercado o bonos de carbono 

no cuestiona para nada el sistema productivo lineal, que es el eje central de la utilización 

de energías fósiles, y que no pone en riesgo el agotamiento de los recursos naturales, finitos 

y en proceso de escasez, que siguen generando residuos generando el bióxido de carbono 

y la contaminación de tierras y aires. Por ello que hay voces como de la Paulo Montaño, 

quien lapidariamente, señala: 
 

Una de las mentiras más populares relacionadas con la acción por el clima llegó bajo la idea 

de poder comprar y vender las emisiones que provocamos. Su influencia es tan grande que 

tiene su propio capítulo en el Acuerdo de París. En teoría, es de lo más fácil; en la práctica, 

es una locura. Básicamente parte de la idea de crear un mercado que antes no existía, 

poniendo precio a una nueva mercancía: el CO2 Primero, se fija un precio a la tonelada de 

CO2 Luego, tú tienes una empresa que refina petróleo en Texas y emite 100 toneladas de 

CO2 al año, buscas a alguien que tenga un bosque acreditado, digamos en Costa Rica, 

cuyos árboles absorban esa cantidad de CO2 le pagas tu cuota a esa persona, y ella te da 

un certificado, mismo que tú le presumes al mundo como prueba de que tu gasolina es 

carbono neutral. Lo llaman “neutral” porque las 100 toneladas de CO2 que generas las 

“absorben” en Costa Rica. Sin embargo, este planteamiento es estúpido, pues al planeta y 

a la atmósfera no le importa a quién le pagaste, al final la contribución a la crisis climática se 

generó, y la lógica de que la persona en Costa Rica habría talado los árboles de no haber 

recibido el dinero de tu benevolencia petrolera es otro tema. Si bien hay casos marginales 

de comunidades que se han beneficiado por la llegada de recursos, el resultado global ha 

sido el de un lavado de cara y la posibilidad de comprar el derecho a contaminar. Esto no 

sirve para frenar la crisis climática, sirve para limpiar la imagen de las petroleras y otras 

empresas contaminantes, e incluso para que contaminen más, a sabiendas de que podrán 

restar las emisiones que reportan gracias a este esquema.1 

 

 

 

 
1 Montaño, Pablo., El Libro de la Esperanza Climática, México, Taurus, 2025, p. 39. 
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